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En febrero de 2008 logré finalizar y entregar este libro que ahora 
tienes en tus manos. Fue una ardua tarea que conseguí realizar ayudada, 
en gran medida, por Rosa Giles Carnero, la persona que supo dirigirme 
entre tantos caminos y recovecos que se me iban abriendo a cada paso 
que daba, instruyéndome en este amplio campo que es la violencia de 
género. Este documento trae causa de la investigación que realicé den-
tro del Máster de Género, Identidad y Ciudadanía, y que cursé en su 
primera convocatoria en la Universidad de Huelva.

Pero, ¿qué me llevó en 2008 a interesarme por este asunto? Me 
encontraba entonces en un cambio profesional en mi vida, habiendo 
regresado, tras unos cuantos años realizando otras tareas, a la interven-
ción en violencia de género. Me hallé intentando comprender todos 
los recursos, instituciones, medidas, normas y leyes que podían intere-
sarme para iniciar esta nueva empresa, poniendo en marcha la Unidad 
contra la Violencia sobre la Mujer en Huelva.  Entendí que debía reali-
zar un mapa de recursos de la provincia, así como comprender cuántos 
cambios se habían producido desde que en el año 1991 empezara a 
trabajar como Directora de la Casa de Acogida para Mujeres Víctimas 
de Violencia de Género (donde estuve 8 años) hasta el año 2007, fecha 
en la que me incorporé a esta nueva actividad, como Jefa de la Unidad 
en Huelva.

¿Se habían producido grandes cambios? ¿La atención a las mujeres 
había mejorado? ¿Qué protección recibían? ¿Qué instituciones, grupos 
y organismos existían como recursos para atajar este problema social?

Intenté expresar las respuestas a todas estas preguntas en esta mono-
grafía, teniendo la suerte de ser premiada en 2012 con la publicación de 
la misma por parte de la Universidad de Huelva, en la convocatoria del 
I Premio de Investigación del Máster de Género, Identidad y Ciuda-
danía. Me planteé para su publicación modificar algunas cuestiones de 
ésta, debido a los cambios que se han producido desde que investigué 
en 2008 hasta este galardón, pues se han dado algunas modificacio-
nes de situaciones que afectan tanto a la normativa que aquí se refleja, 
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como a las instituciones y a la propia organización de la Unidad contra 
la Violencia sobre la Mujer. 

Así las cosas, entonces me interesaba especialmente destacar las 
novedades introducidas por la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, que sí aparece re-
flejada en esta publicación, así como las conclusiones sobre las que me 
posicionaba en ese momento, todas ellas válidas, a mi parecer, a fecha 
de hoy. Es por ello por lo que descartamos la modificación total de la 
investigación que realicé en 2008, ya que la esencia del documento 
original cambiaría radicalmente, principalmente porque la monografía 
premiada fue la de entonces. Y fue ésta, y no otra que yo pudiera reali-
zar a posteriori, la que ha sido valorada y premiada por una comisión de 
personas expertas de la Universidad de Huelva. Lo que sí he modificado 
han sido todos los enlaces de páginas Web que aparecían en el docu-
mento original, así como he añadido, en el anexo relativo a Bibliografía 
y Referencias Normativas y Legislativas, aquellas reseñas que he consi-
derado de interés para la actualización de los datos originales. 

Aprovecho también el espacio que me permite este prólogo para 
destacar aquellos cambios en organismos o normativa que se reflejaban 
en el trabajo original, cambios acaecidos en el período comprendido 
desde la fecha en la que fue entregado (2008) hasta ahora. Aunque no 
son todos los que se han dado, sí son los más importantes, a mi parecer, 
pues redundan en las conclusiones que reflejé en su día en el documen-
to primero. 

Entre ellos, destacar que los que entonces eran dos Puntos de En-
cuentro Familiar en la actualidad están fusionados como uno solo. 
También que el Programa de Teleasistencia Móvil para Víctimas de 
Violencia de Género se transformó en ATENPRO1 (Atención y Pro-
tección a las Víctimas de Violencia de Género) en junio de 2010, con la 
intención de transformarlo en un programa de asistencia integral, pre-
tendiéndose que las mujeres beneficiarias del teléfono de teleasistencia 
fueran integradas en programas de atención desde los servicios sociales 
como parte de un proceso de recuperación, aunque esto en la realidad 
sirviera para reducir el número de terminales concedidos y aumentara 
el tiempo de espera para recibirlos.

Igualmente, el Punto de Coordinación sobre Órdenes de Protección 
se puso efectivamente en marcha en 2010, aunque no fuera hasta julio 

1 Protocolo de actuación del servicio telefónico de atención y protección para víc-
timas de la violencia de género (ATENPRO). Ministerio de Igualdad y Federación 
Española de Municipios y Provincias, 8 de Junio de 2010.
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de 2011 cuando se firmara un Convenio de Colaboración entre las 
Consejerías de Gobernación y Justicia y para la Igualdad y Bienestar 
Social de la Junta de Andalucía, el Consejo General del Poder Judi-
cial y el Ministerio de Justicia, para la actuación coordinada y plena 
operatividad del Punto de Coordinación de las Órdenes de Protección 
en Violencia Doméstica y de Género en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía2. Y que, a pesar de esto, el Punto de Coordinación en la 
actualidad no funcione a pleno rendimiento ni con los objetivos para 
los que fue creado. 

Siguiendo con los cambios, de las dos bases de datos reflejadas en 
este trabajo (Sistema de registros administrativos de apoyo a la Admi-
nistración de Justicia y Sistema de Seguimiento Integral sobre la Vio-
lencia de Género) ambas han sufrido mejoras, pero me gustaría desta-
car que el Sistema de Seguimiento Integral sobre Violencia de Género 
(del Ministerio del Interior) está permitiendo desde 2008 hasta ahora el 
acceso al mismo de muchos cuerpos de la Policía Local de toda España, 
lo que facilita la colaboración e implicación de los distintos cuerpos 
policiales en la defensa y protección de las víctimas.

Al hilo de lo anterior, la atención policial también ha evoluciona-
do, conforme a las nuevas situaciones que se pueden plantear para las 
mujeres. Así, cuando en un principio, tal y como recoge este trabajo, 
se establecieron cuatro niveles de riesgo dentro de las Valoraciones Po-
liciales de Riesgo (VPR) y Valoraciones Policiales de la Evolución de 
Riesgo (VPER), se añadió otra más, la “extrema”, en 2008, pasando a 
ser cinco: riesgo no apreciado, riesgo bajo, riesgo medio, riesgo alto y 
riesgo extremo3. Éste último conlleva el acompañamiento y protección 
de la mujer las 24 horas del día. 

El Sistema de Seguimiento por Medios Telemáticos de las Medidas 
de Alejamiento en materia de Violencia de Género (los comúnmente 
llamados GPS para agresores) referido en el documento, donde se decía 
que hasta ese momento no se había implantado ninguno en Huelva. 
Sigue siendo una medida no aplicada en muchos casos, ya que, como 
ocurre en la provincia de Huelva, el radio de residencia de víctima y 
agresor suele ser cercano, por lo que las alarmas saltan con facilidad, 
provocando más temor en la víctima. Además, es necesario valorar otro 
tipo de cuestiones, ya que no deja de ser una medida más que restringe 

2  28 de julio de 2011.
3 Instrucción 5/2008 de la Secretaría de Estado de Seguridad, por la que se mo-

difica la Instrucción 10/2007 de 10 de julio, donde se establece una nueva categoría 
de riesgo incluyendo la “extrema”, adaptándose las medidas policiales a la nueva escala 
de riesgo.
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la libertad de movimiento del agresor, aunque sea totalmente necesaria 
en casos de cierta gravedad, como actuación complementaria a otras de 
protección a la víctima. En el caso de Huelva, se han llegado a colocar 
distintos localizadores, no superando la docena hasta esta fecha.

Siguiendo con la atención a los agresores y, al igual que ha ocurrido 
en otros aspectos, se han firmado acuerdos de colaboración, como el 
recogido en la Resolución de 24 de febrero de 2010, de la Secretaría Ge-
neral Técnica, por la que se publica el Convenio de colaboración, entre el 
Ministerio de Igualdad y la Comunidad Autónoma de Andalucía, para la 
realización de programas de reeducación de maltratadores4 o instrucciones 
como la emitida por la Dirección General de Instituciones Penitenciarias 
(Ministerio del Interior) sobre normativa sobre salida de los internos de los 
Centros Penitenciarios (agosto de 2008), donde se recoge que siempre 
que se autorice un permiso a un interno sujeto a medida judicial de ale-
jamiento o comunicación con la víctima, o ésta sea objeto de una orden 
de protección, se comunicará dicho extremo, con indicación de fechas 
y lugar de disfrute, a la correspondiente Unidad de Violencia contra la 
Mujer adscrita a la Delegación o Subdelegación de Gobierno.

Otra de las cuestiones a destacar es que el teléfono de atención es-
pecializada “016” entró en vigor en el año 2007, y en la Conferencia 
Sectorial de la Mujer celebrada el día 23 de julio de 2007, el Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas y Ciuda-
des de Ceuta y Melilla, acordaron la celebración de convenios de cola-
boración como mecanismo para garantizar el derecho a la información 
de las mujeres víctimas de violencia de género a través del servicio te-
lefónico de información y asesoramiento. En el caso de la Comunidad 
Autónoma Andaluza, este convenio de colaboración se puso en marcha 
en marzo de 2008, mediante una Resolución de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Se plasmaba así el 
acuerdo alcanzado en la Conferencia Sectorial5.

Reseñable es el impulso que se ha ido dando con el paso de los años a 
la atención especializada a mujeres con mayor riesgo de vulnerabilidad, 
entre las que encontramos, además de otras, a las mujeres inmigran-
tes. De hecho, el día  28 de julio de 2011 se publicó la Ley Orgánica 

4 BOE nº 58, de 8 de marzo de 2010. Pág. 23413.
5 Resolución de 29 de febrero de 2008, de la Secretaría General Técnica, por la que 

se publica el Convenio de colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les y la Comunidad Autónoma de Andalucía, para la prestación del servicio telefónico 
de información y asesoramiento a mujeres víctimas de violencia de género. BOE nº 63, 
de 13 de marzo de 2008. Pág. 15237.
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10/20116, que introduce diversas modificaciones en la Ley Orgánica de 
Extranjería que afectan a las mujeres extranjeras víctimas de violencia 
de género (artículo 31 bis) y a las mujeres víctimas de trata de seres hu-
manos (artículo 59 bis). Del mismo modo, el Real Decreto 557/2011, de 
20 de abril aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre dere-
chos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su 
reforma por Ley Orgánica 2/2009. Siguiendo la línea de la Ley Orgánica 
1/2004 sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, también se puso en marcha el Plan de Atención y Prevención de 
la Violencia de Género en Población Extranjera Inmigrante 2009-2012, 
que fue aprobado en Consejo de Ministros el día 9 de enero de 2009. 
Este Plan tenía como objetivo aproximar los recursos a la población 
inmigrante y crear las condiciones adecuadas para la prevención de este 
tipo de violencia y la atención desde una perspectiva global, ya que 
estas mujeres suelen mostrar más dependencia hacia el agresor debido a 
la falta de redes de apoyo sociales y familiares, lo que origina una mayor 
inseguridad a la hora de romper con la violencia.

La organización de la Unidad contra la Violencia sobre la Mujer, 
a la que dedico gran parte de este trabajo, así como la estructura de la 
que entonces se llamaba Delegación Especial del Gobierno contra la 
Violencia sobre la Mujer, han sufrido distintos cambios organizativos, 
de gestión y de denominación, como ya exponía al comienzo. La De-
legación Especial pasó a denominarse Delegación del Gobierno para 
la Violencia de Género en 2008, a raíz de la creación del Ministerio 
de Igualdad7, del que dependía orgánicamente; posteriormente, con 
la desaparición de este Ministerio, continuó con esta denominación 
para pasar a depender de la Secretaría de Estado de Políticas de Igual-
dad (Ministerio de Sanidad, Igualdad y Política Social)8 y actualmente 
continúa con esta designación, pero con dependencia del Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad9.

6 Ley Orgánica 10/2011, de 27 de julio, de modificación de los artículos 31 bis y 
59 bis de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social. BOE nº 180, de 28 de julio. Pág. 85346.

7 Ver estructura del Ministerio en el BOE nº 165, de 9 de julio de 2008, en el que 
se publica el Real Decreto 1135/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructu-
ra orgánica básica del Ministerio de Igualdad. BOE nº 165, de 9 de julio. Pág. 30002.

8 Real Decreto 263/2011, de 28 de febrero, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad. BOE nº 51, de 1 
de marzo. Pág. 23449.

9 Real Decreto 200/2012, de 23 de enero, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y se modifica el 
Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgá-
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Solo me quedaría añadir a todo lo que en 2008 expuse en esta mo-
nografía que las políticas públicas de igualdad, y más concretamente 
contra la violencia de género, han de seguir siendo impulsadas, y por 
tanto presupuestadas, extremo que en estos tiempos de crisis económi-
ca parece dejarse a un lado. Ya advertía entonces en las conclusiones 
del estudio la falta de consignación presupuestaria en transversalidad 
de género. Pero quisiera añadir que, actualmente, esta situación se está 
viendo agravada, y que tras tantos logros conseguidos, temo que los 
recortes presupuestarios que ya se están realizando van a afectar al bien-
estar de las mujeres, a su salud y a su supervivencia. Todo ello repercu-
tirá en toda la sociedad, porque parece que se olvida en muchos casos 
que la intervención en violencia de género se tiene que hacer desde el 
prisma de que éste es un problema social, no solo por la cantidad de 
víctimas que existen, sino por sus graves consecuencias (no solo para las 
mujeres). Yendo más lejos, yo diría que la violencia de género debe ser 
tratada como una cuestión de Estado.

Me gustaría seguir insistiendo en las conclusiones planteadas en el 
documento, a las cuales me remito, como que la sociedad, la adminis-
tración y las personas especialistas en este tipo de intervención, han de 
tener la capacidad de entender que, dentro de la discriminación por 
violencia de género, existen otras muchas circunstancias que aumentan 
el perfil de vulnerabilidad de las víctimas, como la inmigración, la trata 
de mujeres, la drogadicción, la pobreza, las enfermedades mentales, el 
desempleo, pertenencia a familias numerosas o la residencia en peque-
ños municipios, entre otras muchas. Es por ello por lo que las líneas de 
intervención en violencia de género han de seguir ampliándose, espe-
cializándose y ramificándose, para llegar a cada una de las mujeres que 
puede sufrir este gravísimo problema.  Y para ello, sigue siendo total-
mente imprescindible que la actuación se haga desde una perspectiva 
multidisciplinar e integral, abarcando no solo la intervención, sino la 
prevención, tratamiento, sensibilización, actuación policial y judicial, 
como ya apuntaba la Ley Orgánica 1/2004.

No voy a entrar en este momento a repetir que cualquier mujer pue-
de ser víctima. Tampoco en que el machismo que subyace en nuestra 
sociedad mantiene y alimenta este tipo de conductas. Ni que los hijos o 
hijas, quienes son olvidados en muchos casos en el diseño de programas 
de atención o intervención, son víctimas de este delito10. Ni siquiera 

nica básica de los departamentos ministeriales. BOE nº 20, de 24 de enero. Pág. 5711.
10 Resolución de 20 de octubre de 2010, de la Secretaría General Técnica, por la 

que se publica el Convenio de colaboración con la Comunidad Autónoma de Andalu-
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recordaré que la violencia de género es eso, un delito, y que como tal 
requiere denuncia, persecución y castigo al culpable, siendo toda la so-
ciedad responsable de que así se haga.

Solo me resta decir que, dentro de la tragedia de que sea necesaria la 
existencia de recursos en violencia de género, tuve la fortuna de conocer 
a muchas mujeres, acompañadas por sus hijos e hijas, que me hicieron 
entender la magnitud de la misma, que naciera en mí una especial sen-
sibilidad en esta materia, ya que todas ellas compartieron conmigo sus 
historias, durísimas historias de vida, haciendo que vea este mundo a 
través de otro cristal. A todas ellas, gracias por enseñarme tanto.

cía para la realización de actuaciones encaminadas a garantizar a las mujeres víctimas de 
violencia de género el derecho a la asistencia social integral y actuaciones de atención 
especializada a menores expuestos a violencia de género. BOE nº 300, de 10 de diciem-
bre de 2010. Pág. 102632.
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“La violencia contra la mujer es un conjunto de actos que viola 
los derechos humanos básicos de la mujer, tiene consecuencias de-
vastadoras para ella, traumatiza a quienes la presencian, deslegitima 
a los Estados que no la impiden y empobrece a las sociedades que 
la toleran”. 

Con estas contundentes pero certeras palabras, Yakin Ertürk, Se-
gunda Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer de Naciones 
Unidas, resumía la magnitud de la violencia de género11.

Durante siglos, la sociedad ha admitido la violencia contra las mu-
jeres como una forma de respuesta más, dentro de una manifestación 
de relaciones de poder históricamente desiguales entre el hombre y la 
mujer. Ha sido, y es, la forma más brutal de sometimiento de un sexo 
frente al otro, sustentado además en los mecanismos sociales, que han 
permitido el desarrollo y mantenimiento de este tipo de situaciones y, 
al ser generales y consentidas socialmente, han impedido el adelanto 
pleno de la mujer.

Grupos feministas de todo el mundo comenzaron a tratar el tema 
de la violencia de género como lo que anteriormente hemos señalado, 
como un problema que respondía al planteamiento estructural de los 
roles de género, pero no es hasta bien entrado el siglo XX cuando la 
comunidad internacional se comienza a cuestionar los defectos de un 
sistema que no da solución a un problema grave, de magnitud mundial 
y que presenta terribles consecuencias sociales. No es hasta 1979, en el 
seno de la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas 
cuando se adoptó la Convención sobre la eliminación de las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW), tratado multilateral del que 
surgen obligaciones para los Estados partes y en el que se crea un órgano 
de vigilancia, que establece recomendaciones generales y particulares a 
los Estados para garantizar la aplicación de lo dispuesto en la citada 

11 Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y Asociación de Mujeres Juristas The-
mis. Año 2006. Pág. 1.
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Convención12. Aunque, como Rebecca M.M. Wallace y Olga Martín 
Ortega recogen13, “esta Convención no contiene referencias específicas 
a la violencia  contra la mujer ni ningún intento de afrontar, de manera 
comprensiva, este asunto como una violación de sus derechos”.

En 1993, la Asamblea General de Naciones Unidas, en su Resolución 
48/104 de 20 de diciembre, presenta la “Declaración sobre la Eliminación 
de la Violencia contra las Mujeres” 14. Lo novedoso de ésta es que en el 
preámbulo diferencia entre los tres propósitos que persigue: 

“Primero, contribuye a la aplicación universal de los derechos 
humanos básicos y libertades fundamentales que traza la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) y otros 
instrumentos relacionados a toda mujer. Segundo, éste identi-
fica la violencia contra la mujer como violación a los derechos 
humanos per se. Tercero, define la violencia contra la mujer y los 
derechos y responsabilidades asociados con ello15”.

La importancia de esta Declaración es que, por fin, se hacía una re-
flexión pública y general de la existencia de la violencia de género como 
un atentado a los derechos humanos, hasta entonces tratada como un 
problema doméstico, y siempre de los dos cónyuges. Además, en la 
Declaración se insta en el artículo 4 a que,

“Los Estados deben condenar la violencia contra la mujer 
y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración 
religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Los 
Estados deben aplicar por todos los medios apropiados y sin 
demora una política encaminada a eliminar la violencia contra 
la mujer”. 

En nuestro país, nos encontramos con diferentes marcos legislativos 
que pretenden regular la violencia de género, y que estudiaremos en el 

12 Aprobada por resolución de la Asamblea General 34/180, de 18 de diciembre 
de 1979. Entrada en vigor general el 3 de septiembre de 1981. Firmada por España el 
17 de diciembre de 1979 y ratificada el 16 de diciembre de 1983 (BOE nº 69, de 21 
de marzo de 1984).

13  En su artículo “La perspectiva de género en los procesos de concesión del Esta-
tuto de refugiada en el Derecho Internacional”, Revista de Estudios y Ciencias Sociales 
y Humanidades “Ámbitos”, nº 11, de 2004, página 90.

14 Art. 1: A los efectos de la presente Declaración, por “violencia contra la mujer” 
se entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga 
o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psíquico, para la 
mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción, la privación arbitraria de liber-
tad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada. 

15  La cursiva es de la autora.
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desarrollo de la presente publicación. No solo se ha promulgado una 
Ley a nivel estatal de medidas de protección integral contra la violencia 
de género16, sino una Ley de similares características para nuestra co-
munidad autónoma andaluza17. Asimismo, tanto a nivel estatal como 
autonómico, existen sendas Leyes llamadas comúnmente de Igualdad18. 

Debido a la cantidad de estudios existentes y definiciones diversas 
que diferentes profesionales proporcionan sobre este fenómeno, adop-
taremos para nuestro estudio la definición que de la Violencia de Géne-
ro realiza la Ley Andaluza de Violencia, que está estrechamente relacio-
nada con la que se hizo por parte de Naciones Unidas en la Declaración 
para la eliminación de la Violencia de Género, esto es: 

“Artículo 3. Concepto de violencia de género. 
1. 	A los efectos de la presente Ley se entiende por violencia 

de género aquella que, como manifestación de la discri-
minación, la situación de desigualdad y las relaciones de 
poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre 
éstas por el hecho de serlo. 

2. 	La violencia a que se refiere la presente Ley comprende 
cualquier acto de violencia basada en género que tenga 
como consecuencia, o que tenga posibilidades de tener 
como consecuencia, perjuicio o sufrimiento en la salud 
física, sexual o psicológica de la mujer, incluyendo ame-
nazas de dichos actos, coerción o privaciones arbitrarias 
de su libertad, tanto si se producen en la vida pública 
como privada. 

3. 	A los efectos de la presente Ley, se considera violencia de 
género: 
a) Violencia física, que incluye cualquier acto de fuerza 

contra el cuerpo de la mujer, con resultado o riesgo de 
producir lesión física o daño, ejercida por quien sea o 
haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado 
ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun 
sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración 
de actos de violencia física contra la mujer los ejercidos 
por hombres en su entorno familiar o en su entorno 
social y/o laboral. 

16 Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género. BOE nº 313, de 29 de diciembre de 2004. Pág. 42166.

17 Ley 13/2007 de 26 de noviembre de medidas de prevención y protección inte-
gral contra la violencia de género. BOJA nº 247, de 18 de diciembre. Pág. 17.

18 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, BOE nº 71, de 23 de marzo de 2007. Pág. 12611 y la  Ley 12/2007, de 26 
de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía BOJA nº 247, 
de 18 diciembre. Pág. 7.
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b) Violencia psicológica, que incluye toda conducta, 
verbal o no verbal, que produzca en la mujer desva-
lorización o sufrimiento, a través de amenazas, humi-
llaciones o vejaciones, exigencia de obediencia o sumi-
sión, coerción, insultos, aislamiento,  culpabilización 
o limitaciones de su ámbito de libertad, ejercida por 
quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o 
haya estado ligado a ella por análoga relación de afecti-
vidad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán la con-
sideración de actos de violencia psicológica contra la 
mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar 
o en su entorno social y/o laboral.

c) Violencia económica, que incluye la privación inten-
cionada, y no justificada legalmente, de recursos para 
el bienestar físico o psicológico de la mujer y de sus 
hijas e hijos o la discriminación en la disposición de los 
recursos compartidos en el ámbito de la convivencia 
de pareja.

d) Violencia sexual y abusos sexuales, que incluyen cual-
quier acto de naturaleza sexual forzada por el agresor 
o no consentida por la mujer, abarcando la imposi-
ción, mediante la fuerza o con intimidación, de rela-
ciones sexuales no consentidas, y el abuso sexual, con 
independencia de que el agresor guarde o no relación 
conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco con la 
víctima”.

En este contexto, el presente estudio tiene como objetivo el análisis de 
la respuesta que, a nivel institucional, se está realizando para el abordaje 
de la violencia de género, así como valorar el régimen jurídico actual rela-
tivo a la protección de las mujeres víctimas de estos delitos. 

Más concretamente, nuestro objeto de investigación será, por un 
lado, la respuesta institucional para las mujeres víctimas de violencia de 
género, así como el marco legislativo que las protege. Además, veremos 
en qué medida puede contribuir la creación de la Unidad Provincial con-
tra la Violencia sobre la Mujer, dependiente de la Subdelegación del Go-
bierno (Ministerio de Administraciones Públicas), a paliar este problema, 
y en qué modo se habrá de coordinar con el resto de recursos para una 
respuesta eficaz. Debemos tener en cuenta, al hilo de lo anterior, que el 
presente estudio se centra en toda la provincia de Huelva, no solo en la 
capital, aunque como veremos, muchos de los recursos o servicios tienen 
ubicación en la ciudad, lo que perjudica en cierta manera a las mujeres 
residentes en los pueblos. Además, resaltar que hemos reservado una par-
te de nuestra investigación a la recién creada Unidad contra la Violencia 
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sobre la Mujer, debido a que es un recurso novedoso, con demarcación 
provincial pero con dependencia de la Administración del Estado (Mi-
nisterio de Administraciones Públicas). Hasta la fecha de creación de las 
Unidades en España en marzo-abril de 2007, no existía ningún organis-
mo, equipo o centro de dependencia Estatal ubicado en las provincias 
que sirviera como “antena” para detectar las deficiencias, aplicaciones y 
recursos en el territorio. Se han creado Unidades contra la Violencia so-
bre la Mujer en cada provincia, con dependencia de las Subdelegaciones 
del Gobierno, y Unidades de Coordinación en cada Comunidad Autó-
noma, con dependencia de las Delegaciones del Gobierno. 

Como consecuencia de lo dicho anteriormente sobre el objetivo y el 
objeto de nuestra investigación, el presente documento se divide en dos 
partes, y un apartado final de conclusiones.

En la primera parte del trabajo, “Análisis Legislativo y de la Res-
puesta Institucional en Violencia de Género”, en un primer apartado, 
se refleja el marco legislativo en materia de violencia de género, y di-
ferencia los principales puntos entre las distintas leyes, autonómicas o 
estatales, en lo que hemos venido a llamar “Análisis Legislativo”. En un 
segundo apartado, se aborda el “Análisis de la Respuesta Institucional 
en Violencia de Género”, repasando recursos, servicios o instituciones 
de carácter público, estudiando la composición de los mismos, ubica-
ción, tanto física como orgánica, y objeto principal de intervención. 

La segunda parte de nuestro libro se centra en su totalidad en la 
“Unidad Provincial contra la Violencia sobre la Mujer”, deteniéndonos 
en los siguientes apartados: referencia normativa y marco de creación 
de la Unidad, la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia 
sobre la Mujer, el Observatorio Estatal contra la Violencia de Género 
y el Plan Nacional de Prevención y Sensibilización, funciones de la 
Unidad contra la Violencia sobre la Mujer, objetivos de futuro: apor-
taciones para otros recursos y dificultades de desarrollo, conclusiones, 
bibliografía y referencias legislativas y normativas.
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La metodología seguida para la realización de esta monografía es 
una metodología doble, basada en el análisis documental y estadístico y 
en la técnica de la entrevista. Por tanto, en base a esta doble metodolo-
gía, decir que hemos hecho uso de un método deductivo.

Como decíamos, por un lado hemos utilizado la técnica del aná-
lisis documental, de manera que hemos procedido al estudio de do-
cumentación muy variada referida no solo a la violencia de género, 
sino a estudios de igualdad en general. Además, hemos considerado 
muy importante para nuestro trabajo valorar también aquellos estudios 
estadísticos que refuerzan la tesis de que la violencia de género está ba-
sada en el modelo de sociedad patriarcal, y en la desigualdad de acceso 
que existe para las mujeres respecto a los hombres a puestos de poder, 
representación política, calidad en el empleo, conciliación de la vida 
laboral con la familiar o cuidado de los hijos e hijas. En este análisis 
documental hemos consultado diferentes tipos de Bibliotecas, como 
la perteneciente a la Universidad de Huelva, la Biblioteca Pública de 
la Junta de Andalucía, la Biblioteca del Centro Provincial de la Mujer 
de Huelva, fondos documentales de organismos como la Diputación 
Provincial de Huelva y los propios del Ministerio de Administración 
Pública, del Ministerio de Interior y del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales (en este caso, se han trabajado documentos de uso interno, 
como circulares, acuerdos interministeriales, instrucciones, órdenes, 
etc.). Asimismo, hemos consultado distintas revistas especializadas, 
como  la revista “Artículo 14” o “Meridiam”, del Instituto Andaluz 
de la Mujer, los Boletines mensuales de Información de la Delegación 
Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer y la Revista 
D´Estudis de la Violencia. Además, hemos estudiado distintas bases 
documentales a través de Internet, las cuales quedan reflejadas en el 
apartado de bibliografía de este libro.

Destacar también que, en lo referido a la documentación analiza-
da, ha sido muy valioso el conocimiento previo de la materia, pues la 
persona que firma este trabajo ha desarrollado funciones directas con 
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mujeres víctimas de violencia machista, tal y como se menciona en la 
introducción, al haber dirigido durante ocho años la casa de acogida 
para mujeres que sufren malos tratos (del 91 al 99), además de haber 
desarrollado funciones de técnica en el Área de Igualdad de la Diputa-
ción Provincial, y actualmente estar designada como Jefa de la Unidad 
contra la Violencia sobre la Mujer de Huelva. Decimos que ha sido im-
portante este conocimiento previo, porque se puede realizar una valiosa 
comparativa entre la respuesta que existía en los años 90 con la que se 
proporciona en la actualidad, permitiendo así un análisis crítico. Final-
mente, dentro de este apartado de análisis documental, es imprescin-
dible nombrar las dos bases de datos a las que tenemos acceso desde la 
Unidad contra la Violencia, y a la que muy poco personal técnico tiene 
concedida autorización para su consulta, debido a que se accede a datos 
personales de víctimas y agresores. Nos referimos al Registro Central de 
Medidas de Protección contra la Violencia Doméstica19 perteneciente 
al Ministerio de Justicia, y que recoge todas las órdenes de protección 
así como los expedientes de los casos de violencia doméstica. La otra 
base de datos que hemos podido consultar, el Sistema de Seguimiento 
Integral de la Violencia de Género, que es una base de datos a la que 
acceden las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (Policía Nacio-
nal y Guardia Civil), de muy reciente creación (puesta en marcha en 
septiembre-octubre de 2007), y que contiene todos los datos sobre las 
denuncias presentadas en uno u otro cuerpo, así como la Valoración 
Policial de Riesgo que se efectúa de cada caso, hecho novedoso en nues-
tro país y del que hablaremos en el desarrollo de nuestro libro.

La otra técnica utilizada, junto al análisis documental, ha sido la de 
la entrevista. Hemos realizado entrevistas a 27 organismos diferentes 
en el período comprendido desde abril a septiembre de 2007. Hemos 
utilizado la técnica de la entrevista semiestructurada. En primer lugar, 

19 Real Decreto 660/2007, de 25 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 
355/2004, de 5 de marzo, por el que se regula el Registro central para la protección 
de las víctimas de la violencia doméstica, en relación con el acceso a la información 
contenida en el Registro central. “Artículo 8. Acceso a la información contenida en el 
Registro central. 1. El acceso a la información contenida en el Registro central quedará 
limitado a los sujetos y finalidades siguientes (…): e) Las delegaciones y subdelegacio-
nes del Gobierno podrán acceder a la información necesaria para garantizar el efectivo 
cumplimiento de las medidas de protección, provisionales o definitivas, adoptadas por 
los órganos jurisdiccionales. En el caso de las delegaciones del Gobierno, el acceso se 
llevará a cabo por el responsable de la Unidad de coordinación contra la violencia sobre 
la mujer o las personas que éste designe; en el caso de las subdelegaciones del Gobierno 
el acceso se llevará a cabo por el responsable de la Unidad de violencia sobre la mujer o 
las personas designadas por éste”. BOE nº 133, de 4 de junio. Pág. 24227.
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elegimos los organismos a los que nos dirigiríamos, tal y como se expo-
ne a continuación:

•	 Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (Teniente Coronel de 
la Guardia Civil, Comisario Provincial, equipos EMUME, SAF y 
UPAP).

•	Mancomunidad Campiña-Andévalo (Directora Técnica, conceja-
las de Igualdad de los municipios de la Mancomunidad, personal 
técnico del Centro de la Mujer de Valverde).

•	Mancomunidad Andévalo (Directora Técnica, Presidente de la 
Mancomunidad, personal técnico del Centro de la Mujer de la 
Mancomunidad).

•	Mancomunidad Cuenca Minera (Presidente de la Mancomunidad 
y Directora Técnica).

•	Mancomunidad Condado (dos Directoras Técnicas).
•	 Instituto Andaluz de la Mujer (Directora Provincial, Jefa de Servi-

cio, dos Informadoras, Trabajadora Social, Asesora Jurídica y Psi-
cóloga).

•	 Fiscalía contra la Violencia sobre la Mujer (Fiscal Delegada Jefa).
•	Delegación del Gobierno en Andalucía (Delegado del Gobierno, Je-

fas de las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer de Andalucía).
•	Ayuntamiento de Lepe (Grupo PAMDORA de la Policía Local, 

personal del Centro Municipal de Información a la Mujer).
•	Ayuntamiento de Aljaraque (Alcalde, Concejala de Igualdad, per-

sonal técnico del Centro Municipal de Información a la Mujer, 
Trabajadora Social Municipal, miembros de la Guardia Civil y 
Policía Local)

•	Ayuntamiento de San Bartolomé de la Torre (Alcalde, Concejal de 
Seguridad Ciudadana, miembros de Guardia Civil y Policía Lo-
cal).

•	Ayuntamiento de Aracena (Alcalde, miembros de Guardia Civil y 
Policía Local, Concejala de Bienestar Social y de Seguridad Ciu-
dadana).

•	Ayuntamiento de Almonte (Alcalde, Concejala de Igualdad, per-
sonal técnico del Centro Municipal de Información a la Mujer, 
Trabajadora Social Municipal, miembros de la Guardia Civil y Po-
licía Local y de la Policía Autonómica).

•	Ayuntamiento de Punta Umbría (Alcalde, miembros de Guardia 
Civil y Policía Local, Concejala de Bienestar Social y de Seguridad 
Ciudadana).

•	Ayuntamiento de Moguer (Alcalde, Concejala de Igualdad, perso-
nal técnico del Centro Municipal de Información a la Mujer, Tra-
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bajadora Social Municipal, miembros de la Guardia Civil y Policía 
Local y de la Policía Autonómica).

•	Ayuntamiento de Trigueros (concejala de Bienestar Social e Igual-
dad).

•	 Instituciones Penitenciarias (Director de Prisiones, Psicólogo y Ju-
rista de Prisiones y Jefe de Servicios Sociales).

•	 Eulen Servicios Sociosanitarios (Jefe Regional, Jefe Provincial, 
Responsable del Programa de Teleasistencia Móvil para Víctimas 
de Violencia de Género en Huelva).

•	Colegio de Abogados/as de Huelva (Presidente del Colegio, Deca-
no y Secretario).

•	 Servicio de Atención a las Víctimas de Andalucía (Asesora Jurídica 
y Coordinador).

•	Delegación para la Igualdad y Bienestar Social (Delegada Provin-
cial, Secretario General, Jefe del Servicio de Prevención y Asisten-
cia a las Familias y Jefa de Sección del mismo servicio).

•	 Policía Autonómica (dos inspectores).
•	Delegación Provincial de Justicia y Administración Pública (Jefe 

de Servicio).
•	Diputación Provincial de Huelva (personal técnico del Área de 

Igualdad y Bienestar Social).
•	Asociación de Mujeres “Azalea 2003” (Presidenta).
•	 Juzgado de lo Penal nº 2 (Juez).
•	Cruz Roja de Huelva (Presidente, Secretario, Coordinador  Pro-

vincial).
En segundo lugar, elaboramos un esquema de entrevista, sin rigidez, 

pero con unos puntos establecidos que pretendíamos abordar en todas 
ellas. De esta manera, las entrevistas han estado acotadas en tiempo de 
realización a una media de una hora y cuarto para cada una de ellas, 
aunque en algunos casos ha sido necesaria más de una entrevista. El ob-
jetivo principal de las entrevistas era no solo estudiar el funcionamiento 
de los servicios y recursos de la provincia de Huelva, sino también dar 
a conocer la creación de la Unidad contra la Violencia sobre la Mujer, 
ya que, como se dijo en apartados anteriores, la persona que firma este 
estudio lo hace desde su puesto de Jefa de dicha Unidad en Huelva. De 
este modo, con las entrevistas hemos pretendido establecer una línea de 
trabajo común y coordinada, además de identificar los puntos fuertes y 
débiles de los recursos de nuestra provincia.

Las entrevistas se han desarrollado siguiendo estos puntos: 
•	 Presentación de la Unidad Provincial contra la Violencia sobre la 

Mujer.
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•	Entrega de documentación explicativa de la Unidad.
•	 Identificación del organigrama.
•	 Exposición por parte del organismo entrevistado de las funciones 

que éste desarrolla en relación a la violencia de género.
•	 Establecimiento de cauces de coordinación, información y deriva-

ción entre la institución entrevistada y la Unidad contra la Violen-
cia sobre la Mujer.

Tenemos que tener en cuenta que, como dijimos, con determinados 
organismos se ha realizado más de una entrevista, por lo que no son 27 
las entrevistas efectuadas, sino 27 las instituciones entrevistadas. He-
mos pretendido acercarnos a la mayor parte de organismos, o al menos 
a los que más peso entendemos que tienen en relación a la violencia de 
género. Nos hemos aproximado a determinados Ayuntamientos, bien 
a través de las Mancomunidades de Municipios, bien a través de los 
Centros Municipales de Información a la Mujer. Además, en algunos 
casos hemos utilizado la vía de la convocatoria de reuniones como la 
Comisión Provincial Técnica de Seguimiento de la Violencia de Géne-
ro, que coordina el Instituto Andaluz de la Mujer, las Juntas Locales 
de Seguridad, que son convocadas por la Alcaldía del Municipio junto 
al Subdelegado del Gobierno, las Comisiones Locales de Seguimiento 
de la Violencia de Género, organizadas por los Centros Municipales 
de Información a la Mujer, y las reuniones de Coordinación con otros 
equipos (como Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado).





Parte I
Análisis legislativo y análisis de la 

respuesta institucional en 
violencia de género





39

“Los status y roles son de dos clases: los que la sociedad nos 
adscribe, independientemente de las cualidades o esfuerzos indivi-
duales, y los que adquirimos por nuestro propio esfuerzo20”. 

Horton y Hunt ilustran esta diferencia con un ejemplo: la princesa 
es un status adscrito, pues alguien no se convierte en princesa por su ha-
bilidad o esfuerzo.  En cambio, un bombero, ministro, esposo, esposa 
o estudiante son status adquiridos, pues cada cual llega a ser lo anterior 
según sus propias elecciones y acciones. Ahora bien, como dicen estos 
autores, toda sociedad maneja muchas tareas incorporándolas a un rol 
sexual, aunque la mayoría de las tareas ligadas a un sexo bien pueden ser 
desempeñadas por el otro, para lo cual han de haber sido socializados, 
hombres y mujeres, para aceptarlas. Los roles adquiridos o adscritos 
deben estar equilibrados, interactuar entre sí. 

“Las sociedades tradicionales, más rígidas en sus estructu-
ras, han impedido históricamente que las mujeres pudieran 
alcanzar un status adquirido en puestos de poder, pues dichos 
puestos se han relacionado siempre con el status adscrito de 
varón. Estas sociedades tradicionales aceptan que la mayoría de 
los status son adscritos, por lo tanto la situación social general y 
la ocupación están determinadas desde el nacimiento. Las per-
sonas somos adiestradas desde la infancia y guiadas a lo largo de 
la vida por normas de conducta que hemos aprendido cuidado-
samente en preparación para los roles que estamos destinadas 
a desempeñar”21. 

La adscripción de los roles, por tanto, permite una forma simple de 
división del trabajo, basado en la pertenencia a uno u otro sexo o a una 
u otra raza. Pero la adscripción de roles solo tiene éxito cuando las per-
sonas aceptan de buen grado sus roles adscritos, hecho que en la actua-
lidad no ocurre en la mayoría de las sociedades, donde sus miembros 
cuestionan la adjudicación de los diferentes papeles a uno u otro sexo. 

20 Horton y Hunt, invocando a  Linton (1987).
21  Horton y Hunt (1987).
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I. Análisis legislativo
1.1. El ordenamiento jurídico ante la violencia de género. 
      Evolución en su tratamiento

La respuesta jurídica ante la violencia contra las mujeres a manos 
de su marido o pareja ha ido cambiando a lo largo del tiempo. Re-
cogemos aquí algunos ejemplos de la evolución en el tratamiento de 
este problema por parte de nuestro sistema jurídico, basándonos en el 
texto de la Unidad didáctica 5 del curso “Igualdad de oportunidades. 
Aplicación práctica en Servicios Sociales”22.

En el Código Civil y hasta la reforma efectuada por la Ley 2 de mayo 
de 1975, la esposa estaba legalmente sometida al “ius corrigendi” o 
derecho de corrección del marido. Solo se enjuiciaban los casos en los 
que había un “exceso” (muerte o  lesiones). Este derecho de corrección, 
que sólo se puede alegar a las relaciones mantenidas entre adultos y 
menores, también era adquirido por el marido en la relación conyugal. 
De este modo, se justificaban los actos de violencia dentro de esa rela-
ción de pareja. El Código Civil de 1889, que se mantuvo vigente hasta 
la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978, excepto dos 
tímidas reformas de 1958 y 1975, recogía que la mujer debía obedecer 
al marido (art. 57), estaba obligada a seguir a éste donde quiera que él 
fijara su residencia, a excepción de ultramar o en el extranjero (art. 58), 
el marido era el representante de la mujer, y ésta no podía comparecer 
sin su asistencia en juicio por sí o por medio de procurador (art. 60), el 
marido era el administrador único de los bienes gananciales e incluso 
aquellos que fueran privativos de su esposa (art. 59), la mujer no podía 
adquirir bienes a título oneroso ni lucrativo sin licencia del marido, el 
padre era quien ostentaba la patria potestad de los hijos e hijas, además 
de que éstos y éstas seguían la nacionalidad del padre, que además era 
el administrador de los bienes filiales23.

Respecto al Código Penal, el tratamiento ha venido siendo dife-
rente para hombres y para mujeres de los mismos supuestos penales:

•	Código Penal 1822: existían dos delitos de infanticidio o de abor-
to “honoris causa” (desaparecido en el Código Penal de 1995), 
donde se aludía primero a la fragilidad de la mujer, y más tarde 
al móvil de ocultar su “deshonra”.

22 Escuela Virtual de Igualdad. Instituto de la Mujer, Secretaría General de Políti-
cas de Igualdad, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 2007-2008.

23 Ministerio del Interior, Ministerio de Asuntos Sociales, Instituto de la Mujer. 
1991. 
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•	La mujer aparecía tratada como ser inferior al hombre, hasta 
1983 como sujeto pasivo de ciertos delitos. Así, existió una cir-
cunstancia modificativa de la responsabilidad criminal conoci-
da como la agravante de “desprecio de sexo” por la pertenencia 
al sexo femenino de la persona ofendida. Sin embargo, para su 
aplicación exigía el mismo precepto que “él no haya provocado el 
suceso”. En estos supuestos en los que existiera dicha provocación, 
no solo se aplicaba la circunstancia de agravación, sino que además 
se recurría a la atenuación de la pena del hombre, cuando no a la 
exención total, en virtud del recurso al “crimen pasional” (incons-
titucional con la aprobación de la Constitución de 1978).

•	 El tratamiento dado a los delitos que hoy conocemos contra la 
libertad sexual e integridad física, pretendían más cuidar el posible 
riesgo de embarazo y de deshonra para la familia que la libertad 
sexual, ya que la violación solo se entendía como la realizada por 
vía vaginal. Lo demás eran “abusos deshonestos”. De hecho, se 
han producido discusiones jurisprudenciales sobre si una mujer 
que ejercía la prostitución podía ser víctima de esos delitos, o si la 
mujer casada era víctima cuando el sujeto activo era su marido, o 
si se atenuaba la pena cuando la mujer no era virgen.

•	 En los delitos contra las relaciones familiares, el delito de bigamia 
se penalizaba teniendo en cuenta si la mujer era honrada. El delito 
de adulterio se enmarcaba dentro del ámbito reservado al hom-
bre sobre su esposa adúltera (solo la mujer podía ser sujeto activo 
en este delito), ya que a los hombres se les imputaba el delito de 
amancebamiento, siempre que “el marido tuviera manceba dentro 
de la casa conyugal o notoriamente fuera de ella”24. De este modo, 
en los Códigos Penales de 1848, 1850 y 1870, se sancionaba sim-
plemente con el destierro para el hombre (marido o padre) que 
sorprendiera a la mujer en acto de adulterio y acabara con su vida 
(delito de uxoricidio), e incluso sin castigo alguno si se le causaran 
lesiones sin producir la muerte. Este delito se eliminó en el Código 
Penal de 1932, aunque se reintrodujo en el de 1944 y fue elimina-
do definitivamente en 1978.

•	 Los Códigos Penales tenían previsiones especiales para las mujeres 
delincuentes con diferentes consecuencias: la no imposición de al-

24 Aunque el Código Penal de 1932 eliminó de su articulado los delitos de aman-
cebamiento y adulterio, se reincorporaron al Código Penal franquista de 1944, “en 
aras del amparo y protección de las mujeres”. Derogación de los delitos de adulterio y 
amancebamiento de forma definitiva a través de la Ley 22/1978 de 26 de mayo. BOE 
nº 128, de 30 de mayo de 1978.
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gunas de las penas previstas para los hombres y la sujeción de las 
mismas al castigo que quisiera imponerle el marido.

1.2. Marco nacional de protección contra la violencia de género

Con la entrada en vigor de la Constitución Española en el año 
197825, se propugnan los derechos de la ciudadanía, y por tanto tam-
bién el mandato de eliminar todos los aspectos discriminatorios que 
pudieran estar recogidos en la legislación penal. De hecho, a partir de 
los años 80 se empieza en nuestro país a mostrar una cierta preocupa-
ción por la política contra el maltrato a las mujeres.

1) Normas penales:
La primera tipificación de los malos tratos tiene lugar en el año 

1989, con la reforma del Código Penal, que introduce en su artículo 
425 la penalización de la violencia física habitual entre cónyuges o per-
sonas unidas por análoga relación de afectividad, con independencia de 
la gravedad de las lesiones. El nuevo Código Penal de 199526 responde a 
los nuevos principios rectores, reformando completamente los delitos 
contra la libertad sexual, incluyendo como delito el acoso sexual27, el 
delito de discriminación en el ámbito laboral por razón de sexo, entre 
otras razones, u orientación sexual28.

Más tarde fue importante la reforma realizada por la Ley Orgánica 
14/1999, de 9 de junio, de modificación del Código Penal de 1999, en 
materia de protección a las víctimas de malos tratos29, pues incluye la 
punición de la violencia psíquica junto a la física30. Se recoge además el 
concepto de habitualidad. También modifica los tipos de faltas: lesio-
nes, malos tratos, injurias, etc. Introduce la posibilidad de fijar el ale-
jamiento como pena accesoria (tanto para el delito como para la falta).

Los tipos de delitos relacionados con la violencia doméstica vuelven 
a ser reformados por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de 

25 Art. 14 y art. 9.2 son los que recogen de manera más expresa la no discrimina-
ción por razón de sexo. El primero de ellos, el art. 14, redacta el principio de igualdad, y 
el art. 9.2 determina que los poderes públicos están obligados a remover los obstáculos 
que impidan o dificulten la consecución de dicho principio, no solo promover las con-
diciones para que la igualdad de la ciudadanía sea real y efectiva.

26 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. BOE nº 281, de 
24 de noviembre de 1995. Pág. 33978.

27 Art. 184.
28  Art. 314.
29  BOE nº 138, de 10 de junio de 1999. Pág. 22251.
30 Art. 153.
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Medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica 
e integración social de los extranjeros31, así como la Ley Orgánica 15/2003 
de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal32, que, en su parte sustantiva, entró 
en vigor el 1 de octubre de 2004. En estas leyes se recogieron varias 
medidas importantes como la ampliación en la redacción del agravante 
de parentesco, para englobar tanto a quien es como a quien ha sido 
cónyuge o pareja de hecho; o la imposición, de forma obligatoria para 
el juez o jueza, como pena accesoria además del alejamiento ya existen-
te, la suspensión del régimen de visitas, comunicación y convivencia 
respecto de los hijos e hijas, reconocido en su caso en sentencia civil, 
hasta el cumplimiento total de la pena. También desdobla, por primera 
vez, un tipo de maltrato familiar de otro habitual.

En el año 2003, concretamente el 31 de julio, se aprueba la Ley 
27/2003 reguladora de la Orden de protección de las víctimas de violencia 
doméstica33. La Orden de Protección a las víctimas de violencia domés-
tica, tal y como recoge en el II apartado de la exposición de motivos 
de esta ley, 

“unifica los distintos instrumentos de amparo y tutela a las 
víctimas de estos delitos y faltas. Pretende que, a través de un 
rápido y sencillo procedimiento judicial, sustanciado ante el 
juzgado de instrucción, pueda obtener la víctima un estatuto 
integral de protección que concentre de forma coordinada una 
acción cautelar de naturaleza civil y penal”.

Resulta novedoso que no solo la víctima, sino familiares o represen-
tantes legales, puedan solicitarla por ella. La puesta en marcha de esta 
medida supuso dar una respuesta a la inquietud general de reconocer 
la situación de peligro que puede padecer una mujer en determinado 
momento del procedimiento y establecer, asimismo, las medidas de 
protección que la administración está obligada a proporcionar. Ade-
más, como se ha explicitado anteriormente, es una acción cautelar que 
tiene una naturaleza no solo penal (prohibir el acercamiento, la co-
municación por cualquier vía, retirada de armas, etc.), sino también 
civil (atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, determinar 
el régimen de custodia, visitas, estancia y comunicación con los hijos e 
hijas, el régimen de prestación de alimentos, etc.).

31 BOE nº 234, de 30 de septiembre de 2003. Pág. 35398.
32  BOE nº 283, de 26 de noviembre de 2003. Pág. 41842.
33  BOE nº 183, de 1 de agosto de 2003. Pág. 29881.
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11) Normas económicas:
En cuanto a los derechos económicos, la Ley 35/1995, de 11 de 

diciembre de ayudas y asistencia a víctimas de delitos violentos y contra la 
libertad sexual34, permitió que algunas víctimas de violencia pudieran 
acogerse a la misma. En el momento actual, podemos encontrar tres 
tipos de ayudas económicas dirigidas exclusivamente a las mujeres víc-
timas de violencia machista, y son las que se recogen en: 

•	Orden de 7 de julio de 2005, por la que se regula el procedimiento de 
concesión de ayudas económicas por el Instituto Andaluz de la Mujer 
para mujeres víctimas de violencia de género35.

•	 Resolución de 25 de septiembre de 2007, del Instituto Andaluz de la 
Mujer, por la que se convoca la concesión de prestaciones económicas 
a mujeres víctimas de violencia acogidas a programas de formación 
profesional ocupacional a desarrollar en los ejercicios 2007/200836. 

•	Orden de 5 de septiembre de 2006, por la que se regula el procedi-
miento de concesión de ayudas económicas por el Instituto Andaluz de 
la Mujer para mujeres víctimas de violencia de género que acrediten 
insuficiencia de recursos y especiales dificultades para obtener un em-
pleo37.

Además de estas ayudas, no debemos olvidar la Renta Activa de 
Inserción38, prestación económica que es gestionada por el Servicio 
Andaluz de Empleo y puede ser tramitada por los Servicios Sociales 
Comunitarios.

34  BOE nº 296, de 12 de diciembre de 1995. Pág. 35576.
35 BOJA nº 141, de 21 de julio de 2005. Pág. 9.
36  BOJA nº 200, de 10 de octubre de 2007. Pág. 14.
37 BOJA nº 184, de 21 de septiembre de 2006. Pág. 14.
38 Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa 

de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades económicas 
y dificultad para encontrar empleo. “Art. 2.2: Asimismo, podrán ser beneficiarios del 
programa los trabajadores desempleados menores de 65 años que, a la fecha de solicitud 
de incorporación, reúnan los requisitos previstos en alguno de los párrafos siguientes: 
c) Tener acreditada por la Administración competente la condición de víctima de vio-
lencia de género o doméstica, salvo cuando conviva con el agresor, y estar inscrita como 
demandante de empleo, siempre que se reúnan los requisitos exigidos en el apartado 1, 
excepto los recogidos en los párrafos a) y b).

A los efectos de este programa, la violencia doméstica contemplada en al artículo 
173 del Código Penal queda limitada a la ejercida sobre el cónyuge o persona ligada 
por análoga relación de afectividad o sobre los hijos o los padres”. BOE nº 290, de 5 de 
diciembre de 2006. Pág. 42716.
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111) Leyes integrales:
Finalmente, la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004 de 28 de di-

ciembre de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género39, 
supone un nuevo giro, al recoger de una manera nítida el concepto de 
“violencia de género” como algo distinto a la violencia doméstica o intra-
familiar, siguiendo así los pronunciamientos internacionales, e intentan-
do proporcionar una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las 
mujeres. A lo largo de nuestro trabajo nos referiremos a esta Ley como 
Ley 1/2004 de Violencia.

La Ley 1/2004 ha supuesto un gran avance, pues abarca tanto as-
pectos preventivos como educativos, sociales, asistenciales y de atención 
posterior a las víctimas. Aborda también la respuesta punitiva que deben 
recibir todas las manifestaciones de violencia que esta Ley regula, y con-
templa la aprobación de un Plan Nacional de Sensibilización y Prevención 
de la Violencia de Género, que es un conjunto de medidas para ayudar a 
las víctimas, que afecta a todos los departamentos ministeriales implica-
dos en esta lucha, de manera que reciban el apoyo e información debidos 
tanto en centros de salud, como en comisarías u otros, y sobre derechos, 
como el de teleasistencia móvil. Este Plan Nacional también incluye la 
realización de campañas de información y sensibilización, garantizar el 
acceso a las personas con discapacidad a los recursos. Fue aprobado en 
diciembre de 200640.

La Ley 1/2004 contiene setenta y dos artículos, veinte disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 
siete disposiciones finales y está estructurada en:

•	 Exposición de motivos.
•	 Título Preliminar.
•	 Título I: Medidas de Sensibilización, Prevención y Detección.
•	Título II: Derechos de las Mujeres Víctimas de Violencia de Género.
•	Título III: Tutela Institucional.
•	 Título IV: Tutela Penal.
•	 Título V: Tutela Judicial.
En similares términos a la mencionada Ley Estatal, nos encontramos 

con la aprobación de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de 
prevención y protección integral contra la violencia de género en Andalucía41, 
conteniendo sesenta artículos, tres disposiciones adicionales, una disposi-
ción transitoria y dos disposiciones finales, y estructurándose en:

39 BOE nº 313, de 29 de diciembre de 2004. Pág. 42166.
40  Ver apartado 2.1. de la II Parte de este trabajo.
41  BOJA nº 247, de 18 de diciembre de 2007. Pág. 17.
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•	Exposición de motivos.
•	Título Preliminar.
•	Título I: Investigación, Sensibilización y Prevención.
•	Título II: Protección y Atención a las Mujeres.
•	Título III: Medidas para la Recuperación Integral.
•	Título IV: Coordinación y Cooperación Institucional.
La mayor diferencia que encontramos entre la Ley Andaluza y la Es-

tatal es que la primera, en su artículo 3, recoge como concepto de Vio-
lencia de Género aquella que “como manifestación de la discriminación, 
la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre 
las mujeres, se ejerce sobre éstas por el hecho de serlo”. Es decir, no se 
circunscribe únicamente, como en la Ley Estatal, a la violencia ejercida 
por un hombre hacia una mujer con la que tenga o haya tenido lazos de 
afectividad similares al matrimonio, sino que la Ley Andaluza va más allá, 
tal y como podemos observar en su artículo 1, objeto de la Ley: 

“La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia 
que, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres, se ejerce sobre éstas por el solo hecho de serlo. Asi-
mismo será objeto de esta Ley la adopción de medidas para la 
erradicación de la violencia de género mediante actuaciones de 
prevención y de protección integral a las mujeres que se en-
cuentren en esa situación, incluidas las acciones de detección, 
atención y recuperación”. 

2.  Análisis de la respuesta institucional en violencia de 
género

Durante los últimos decenios, el avance en la filosofía de la inter-
vención ha provocado que la violencia de género se haya reconocido y 
tratado como un problema público, en lugar de un problema privado. 
Como resultado, cientos de respuestas potenciales se han identificado 
dentro del Estado y la sociedad civil. Aunque algunos enfoques son más 
eficaces que otros, la clave para eliminar la violencia de género reside en 
la participación de múltiples sectores y comunidades enteras. Cuando 
se aborda la violencia de género desde todos los ángulos, la posibilidad 
de la prevención se hace una realidad, se crean redes sociales para ase-
gurar que las víctimas de violencia consigan la atención y la protección 
que necesitan, y menos mujeres caigan en sus grietas.

La creación de estas redes incluye la integración de la prevención y 
atención de la violencia en los sistemas y servicios existentes así como 
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el diseño de nuevas respuestas. Las respuestas sociales a la violencia de 
género recaen bajo varias categorías: servicios de atención de salud, asis-
tencia para las víctimas, programas de intervención con agresores, cam-
pañas de sensibilización e información en los medios de comunicación, 
educación, respuestas legales, intervenciones comunitarias, programas 
basados en la atención integral y multidisciplinar, convenciones inter-
nacionales y muchas otras.

En este apartado vamos a exponer aquellos recursos, servicios y res-
puestas públicas que, de una manera u otra, atajan de forma directa 
el problema de la violencia hacia las mujeres. Reconocemos que los 
avances han sido muchos. Hemos pasado de una sociedad que desviaba 
la mirada hacia otro lado, y que hacía sentir a la víctima como aislada, 
sin ayuda y en muchos casos como si fuera culpable, a una situación 
en la que los procedimientos y circuitos de atención están estableci-
dos, existiendo una tutela judicial, penal y asistencial para las víctimas. 
Pero no es menos cierto que nos hallamos igualmente ante tal oferta de 
atención, que en muchos casos podemos colaborar, involuntariamente, 
a confundir a las mujeres, si no se plantea el abordaje de las situaciones 
desde la coordinación. Es por ello por lo que hemos querido exponer 
en este apartado aquellos recursos, servicios o instituciones de nuestra 
provincia, de financiación y gestión pública, cuya definición de actua-
ciones se encuentre enmarcada dentro del campo legislativo estudiado 
en el punto 1 anterior (“análisis legislativo”).

2.1. Instituto andaluz de la mujer

El Instituto Andaluz de la Mujer es un Organismo Autónomo de la 
Junta de Andalucía adscrito a la Consejería para la Igualdad y Bienestar 
Social. Fue creado en el año 198942, y tiene su sede en la calle Doña 
María Coronel, nº 6 de Sevilla. Teléfono: 954 54 49 10. Web http://
www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/

Se prestan los Servicios correspondientes a las siguientes áreas:
1. Información, Sensibilización y Atención General.
2. Erradicación de la violencia contra las mujeres y Atención Social.
3. Formación y Empleo.
4. Participación Social.

42  Decreto 452/2004, de 6 de julio, de modificación del Decreto 1/1989, de 10 
de enero, modificado por el Decreto 120/1997, de 22 de abril (BOJA nº 49, de 26 de 
abril de 1997), por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Andaluz de la Mujer 
(BOJA nº 142, de 21 de julio de 2004).
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La misión del Instituto Andaluz de la Mujer es promover las condi-
ciones para que sea real y efectiva la igualdad entre mujeres y hombres 
en Andalucía, haciendo posible la participación y presencia de las mu-
jeres en la vida política, cultural y social, y superando cualquier discri-
minación laboral, cultural, económica o política43.

Los servicios y recursos de los que dispone el Instituto Andaluz de 
la Mujer son:

•	 Programas de atención a mujeres en riesgo de exclusión social:
•	Centros para madres jóvenes solas.
•	Centros para mujeres con graves problemas sociales.
•	Asistencia a mujeres víctimas de agresiones sexuales.
•	 Programas de atención a la prostitución.
•	Atención a mujeres inmigrantes.
•	 Programas de atención a personas extranjeras víctimas del tráfi-

co de personas con fines de explotación sexual.
•	 Servicio telefónico de atención 24 horas: 900 200 999.
•	Centros de acogida para mujeres víctimas de malos tratos44, entre 

los que diferenciamos:
•	Casas o centros de emergencia. Son centros en los que de manera 

temporal se presta atención integral y protección a las mujeres 
en situación de violencia de género y a los hijos e hijas que les 
acompañan, garantizándoles una acogida inmediata. En ellos se 
da cobertura a las necesidades de protección y seguridad.

•	Casas de acogida. Son centros residenciales configurados por 
unidades independientes de alojamiento y espacios de uso co-
mún, permitiendo una atención integral con la suficiente auto-
nomía para la familia. En éstos se ofrece acogida a las mujeres y 
las/os menores que las acompañan, en los que se ofrece protec-
ción y seguridad garantizándoles una atención integral a través 
de la programación de aquellas intervenciones sociales, psicoló-
gicas y jurídicas necesarias para que las mujeres sean capaces de 
superar la violencia padecida.

43 Resolución de 21 de julio de 2004, del Instituto Andaluz de la Mujer, por la que 
se aprueba la carta de servicios del Instituto Andaluz de la Mujer.

44  Orden de 18 de julio de 2003, por la que se regulan los requisitos materiales y 
funcionales específicos de los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de ma-
los tratos. BOJA nº 146, de 31 de julio. Pág. 17381. Artículo 1. Objeto. 1. “La presente 
Orden tiene por objeto determinar los requisitos materiales y funcionales específicos 
que habrán de cumplir todos los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de 
malos tratos que desarrollan sus actividades en relación con materias de la competencia 
del Instituto Andaluz de la Mujer”.
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•	 Pisos tutelados. Son un servicio de viviendas unifamiliares in-
dependientes, cedidas temporalmente y ubicadas en edificios 
y zonas normalizadas. Están destinadas a ofrecer una vivienda 
temporal a las mujeres víctimas de violencia de género y a sus 
hijas e hijos, hasta que dispongan de medios con los puedan 
vivir de forma autónoma. El acceso a este recurso se llevará a 
cabo después de haber pasado por una casa de acogida y si su 
situación así lo aconseja. En esta fase de actuación se continuará 
prestando un apoyo integral a la mujer y menores que le acom-
pañan desde el equipo de profesionales de la Casa de Acogida.

•	 Servicio de Atención Psicológica Grupal para Mujeres Víctimas 
de Violencia de Género, tratado desde dos vertientes: 
•	 Intervención psicológica grupal con mujeres víctimas de violen-

cia de género.  
•	Atención psicológica grupal a mujeres a desarrollar en el ámbito 

municipal.
•	 Programa Cualifica: programa de formación en el empleo dirigido 

a mujeres víctimas de violencia de género, en colaboración con la 
Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

•	 Servicio de asesoramiento on-line sobre violencia contra las mu-
jeres.

•	Campañas:
•	Del 8 de marzo.
•	Del juguete y del juego no sexista, no violento.
•	De compatibilización de la vida profesional y doméstica.
•	De sensibilización y rechazo social a la violencia de género.
•	De integración social de las mujeres inmigrantes.

•	 Planes para avanzar en la erradicación de la violencia:
•	 Plan 1998-1999.
•	Memoria de Ejecución del Plan de Actuación del Gobierno An-

daluz para avanzar en la erradicación de la violencia contra las 
mujeres (1998-1999).

•	 Plan 2001-2004.
•	Memoria de Ejecución del Plan de Acción del Gobierno Anda-

luz contra la Violencia hacia las Mujeres (2001-2004).
•	 Subvenciones:
•	 Para asociaciones de mujeres.
•	 Para los Centros Municipales de Información a la Mujer.
•	 Para víctimas de violencia de género45. 

45  Ver apartado anterior, 1.2. análisis legislativo, medidas económicas.
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•	 Para la creación y mejora de empresas de mujeres.
•	 Para empresas, para la realización de acciones positivas.

•	Centro de Documentación “María Zambrano”.
•	 Premios y concursos:
•	Certamen Arte de Mujeres.
•	 Premios Meridiana.

•	Observatorio Andaluz de la Publicidad no sexista.
•	 Publicaciones.
•	 Programa de “Estancias de Tiempo Libre” para mujeres solas con 

hijos e hijas exclusivamente a su cargo.
•	 Servicios especializados en Violencia de Género:
•	 Servicio de Asistencia Jurídica y Psicológica ante la Violencia 

Sexual: El Instituto Andaluz de la Mujer, en colaboración con 
la Asociación de Asistencia a Mujeres Víctimas de Agresiones 
Sexuales (AMUVI), desarrolla desde el año 2002 el Programa: 
“La Violencia Sexual: Una solución más cercana a tu provincia”, 
con carácter de gratuidad.

•	 Servicio de Asistencia Jurídica ante la Violencia Económica: El 
Instituto Andaluz de la Mujer, en colaboración con la Asocia-
ción de Mujeres Juristas Themis, ofrece gratuitamente: asesora-
miento legal, intervención letrada y representación por medio 
de procurador/a en los procesos judiciales que se tramiten ante 
una situación de impago de pensiones compensatorias y/o ali-
menticias fijadas en Resolución Judicial por parte del obligado 
al pago, tanto en vía civil (ejecución) como en vía penal (de-
nuncia/querella).

•	 Servicio de Asistencia Jurídica a Mujeres Inmigrantes Víctimas 
de Violencia de Género: El Instituto Andaluz de la Mujer, en 
colaboración con la Comisión Española de Ayuda al Refugiado 
(CEAR), ofrece desde el año 2001 el Servicio especializado de 
atención y asesoramiento jurídico gratuito a la mujer extranjera 
víctima de violencia de género. Asimismo, el Instituto Andaluz 
de la Mujer, partiendo de las propias necesidades planteadas por 
las mujeres extranjeras y en colaboración con la Comisión Es-
pañola de Ayuda al Refugiado (CEAR), puso en marcha en la 
provincia de Sevilla durante el año 2006 este Servicio gratuito, 
pionero e innovador sobre acompañamiento y apoyo psicoló-
gico a mujeres extranjeras víctimas de violencia de género que 
juega un papel vital en el proceso de la adaptación a su nueva 
realidad, con el objetivo de que consigan bienestar y equilibrio 
emocional.
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•	 Personación de la Junta de Andalucía en aquellos procedimien-
tos penales sobre la Violencia de Género con resultado de fa-
llecimiento de la víctima: En el momento que ocurren los he-
chos, el Instituto Andaluz de la Mujer contacta con la familia 
de la víctima y, tras los informes oportunos, la Consejería para 
la Igualdad y Bienestar Social, mediante Resolución, insta al 
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía para que se persone 
en el procedimiento penal que se siga, en representación de la 
Administración Pública de la Junta de Andalucía y en defensa 
de los intereses cuya tutela tiene asignada, de acuerdo con lo 
dispuesto en los art. 70 y siguientes del Decreto 450/2000, de 
26 de Diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Or-
ganización y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de 
Andalucía y del cuerpo de Letrados de la Junta.

•	 Procedimiento de Coordinación Institucional para la Prevención 
de la Violencia de Género y Atención a las Víctimas en Andalucía. 
El Acuerdo por el que se aprueba este procedimiento, suscrito el 
24 de Noviembre de 2005 en presencia del Presidente de la Jun-
ta de Andalucía, por el Delegado del Gobierno en Andalucía, la 
Consejera de Gobernación, la Consejera de Justicia y Administra-
ción Pública, la Consejera de Salud, la Consejera para la Igualdad 
y Bienestar Social, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia 
de Andalucía, la Fiscal de sala delegada contra la violencia sobre 
la mujer, y el Presidente de la Federación Andaluza de Municipios 
y Provincias (FAMP), contiene los compromisos adquiridos por 
tales instituciones para combatir la violencia de género en Anda-
lucía. Nacen así las Comisiones Provinciales Técnicas de Segui-
miento del Procedimiento, Comisiones Locales y una Comisión 
Provincial Política.

El Instituto Andaluz de la Mujer se establece como una red autonó-
mica que se estructura en Direcciones Provinciales, donde se ubican los 
Centros Provinciales de la Mujer, y en una red de centros de atención e 
información municipales.

La estructura provincial del IAM está formada por los ocho Cen-
tros Provinciales de la Mujer ubicados en las capitales de cada una de 
las provincias andaluzas. Estos Centros ofrecen información sobre los 
derechos y oportunidades de las mujeres, y proporcionan atención y 
asesoramiento para actuar en caso de discriminación en las siguientes 
materias:

•	Derechos de las mujeres.
•	Crisis de pareja.
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•	 Impago de pensiones e incumplimiento del régimen de visitas.
•	Violaciones, agresiones sexuales y malos tratos.
•	 Embarazo de adolescentes.
•	 Sexualidad, anticoncepción, interrupción voluntaria del embara-

zo.
•	Orientación laboral, formación profesional y creación de empre-

sas.
•	Discriminación laboral y acoso sexual.
•	Asociaciones de Mujeres, servicios, programas y actividades del 

IAM. Publicaciones, estudios, documentación de género, progra-
mas coeducativos.

•	 Lugar de encuentro para las mujeres
Para ello, los Centros Provinciales del IAM cuentan con las siguien-

tes áreas:
•	Área de información. 
•	Área de psicología.
•	Área jurídica. 
•	Área de atención social.
•	Área de empleo y formación. 
•	Área de participación.
•	 Programas.
 Fruto de la colaboración del Instituto Andaluz de la Mujer con los 

Ayuntamientos Andaluces son los Centros Municipales de Información 
a las Mujeres. Estos Centros, desde los que se articula una intervención 
global dirigida a las mujeres, proporcionan información, atención y 
asesoramiento en políticas de igualdad y el fomento de la participación. 
Además, se realizan programas específicos de desarrollo personal, edu-
cativo y de salud, así como de orientación profesional y laboral.

Andalucía dispone actualmente de 165 Centros Municipales de In-
formación a la Mujer, repartidos por toda la Comunidad Autónoma, 
de manera que las ciudadanas dispongan de este recurso de la manera 
más cercana. El Instituto Andaluz de la Mujer subvenciona anualmen-
te el funcionamiento de los Centros Municipales de Información a la 
Mujer a través de una convocatoria de subvenciones.

En el caso de Huelva, la Dirección Provincial y por tanto el Centro 
de la Mujer, se encuentran ubicados en la Plaza de San Pedro, 10, de 
nuestra capital, con teléfono 959 00 56 50. Además, existe una red de 
Centros de Información Municipales a la Mujer (CIMMs), compuesta 
por quince centros municipales, además de tres centros comarcales. La 
ubicación de los mismos es en los siguientes pueblos y mancomunida-
des:
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MUNICIPIO DIRECCION TLF.
(959)

ALJARAQUE C/ DOCTOR JUAN RIVERA, 1
21110-ALJARAQUE  

31.78.63

ALMONTE

( CENTRO PARA IGUALDAD y 
el BIENESTAR SOCIAL “MARÍA 
ZAMBRANO” )
C/ CERVANTES, 12
21730 ALMONTE

45.19.25

ARACENA

AYUNTAMIENTO
PLAZA DE SANTA CATALINA, 
S/N
21200-ARACENA

12.62.76

AYAMONTE
AYUNTAMIENTO
PLAZA DE LA LAGUNA, S/N
21400-AYAMONTE

47.03.42
64.11.42
47.10.67

BOLLULLOS 
DEL CONDA-
DO

CENTRO SOCIAL POLIVALEN-
TE “JOSÉ ACOSTA INFANTE”
Departamento de la Mujer
Avda. del 28 de Febrero s/n 
21710-BOLLULLOS

41.06.29
40.82.70

CARTAYA BDA. BLAS INFANTE, 6
21450-CARTAYA

39.24.78
39.24.77

CORTEGANA

C/ OLIVO,  2-A (Antigua C/ Eritas-
A) CENTRO SS.SS. MUNICIPA-
LES.
21230-CORTEGANA

13.10.48
13.10.85

GIBRALEÓN AVDA. PALO DULCE , 26
21500 GIBRALEÓN

30.02.11
ext.  2

ISLA CRISTINA C/ EXTREMADURA
21410-ISLA CRISTINA 34.33.22

LEPE

CENTRO DE SS.SS. 
COMUNITARIOS
AVDA. DE LA ARBOLEDA, 7 
21440-LEPE

64.52.80
62.50.00
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MOGUER

C/ DANIEL VAZQUEZ DIAZ, 4
CENTRO DE SERVICIOS SO-
CIALES
21800-MOGUER

37.18.37

PUNTA 
UMBRIA

C/ CARTAYA, S/N
21100-PUNTA UMBRÍA

49.51.73
49.51.40
49.51.45

TRIGUEROS
Centro Cívico Convento del Carmen
PLAZA DEL CARMEN, 3
21620 TRIGUEROS

306710

VALVERDE 
DEL CAMINO

C/ REAL ABAJO, 15
21600-
VALVERDE DEL CAMINO

55.06.01
55.00.00

VILLANUEVA  
CASTILLEJOS

C/ LEPE, 8
21540 VVA. CASTILLEJOS

38.72.93
38.59.25
38.70.07

MANCOMUNI-
DAD “CUENCA 
MINERA”

Edificio Dirección, s/n.
21660 MINAS DE RIOTINTO

59.14.31
59.14.68

MANCOMUNI-
DAD 
RIBERA DE 
HUELVA

AVDA. DE LA CABALGATA S/N
21220 HIGUERA DE LA SIERRA 19.61.77

MANCOMU-
NIDAD SIERRA 
MINERA

Avda. de Andalucía, 11
21270 CALA 19.11.25

•	Municipios de la Mancomunidad Ribera de Huelva: Alajar, Cor-
teconcepción, Cortelazor, Fuenteheridos, Galaroza, Higuera de la 
Sierra, Linares, Los Marines, Puerto Moral, Valdelarco y Zufre.

•	Municipios de la Mancomunidad Cuenca Minera: Minas de Rio-
tinto, El Campillo, Nerva, Zalamea la Real, Berrocal, La Granada 
de Riotinto y Campofrío.

•	Municipios de la Mancomunidad  Sierra Minera: Arroyomolinos de 
León, Cala, Cañaveral de León, Hinojales y Santa Olalla del Cala.

Cada uno de los Centros Municipales cuenta con una persona como 
informadora y otra como asesora jurídica. En algunos casos, además, 
disponen de orientador/a laboral (UNEM: Unidad de Empleo).
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Para terminar con el apartado dedicado al Instituto Andaluz de la 
Mujer, decir que, como se ha podido estudiar en este capítulo, este or-
ganismo dispone de gran número de recursos y servicios dirigidos a la 
mujer en general, pero muy en particular a aquellas que han padecido 
o están sufriendo violencia de género. Decir, desde la experiencia laboral 
desarrollada por la autora en el Instituto Andaluz de la Mujer durante 
ocho años, que hemos podido constatar una evolución en el tratamiento 
de las víctimas, que son incluidas en un programa específico de atención, 
habiendo mejorado en la red de recursos, principalmente, pues en cada 
una de las provincias existe una casa de acogida, al menos un centro de 
emergencia y pisos tutelados. La gestión de dichos recursos es llevada por 
la empresa AGESI, que trabaja para el Instituto Andaluz de la Mujer.

Finalmente exponer que, con la reciente aprobación de la Ley Anda-
luza de Medidas contra la Violencia de Género, se crea la Comisión Insti-
tucional de Andalucía de Coordinación y Seguimiento de Acciones para 
la Erradicación de la Violencia de Género, con el objeto de coordinar, 
impulsar y evaluar las acciones y medidas que se desarrollen en Andalucía 
contra la violencia de género. Esta Comisión, cuyo funcionamiento se 
desarrollará reglamentariamente, estará coordinada por el Instituto An-
daluz de la Mujer y estará compuesta por personas miembros de todas 
las Consejerías que compongan el Consejo de Gobierno, representantes 
de las entidades locales y de las asociaciones de mujeres. La Ley Andaluza 
ha venido a reconocer, en todo su contexto, la obligatoriedad de que los 
poderes públicos intervengan en el problema de la violencia de género, 
impulsando las actuaciones que desde el Instituto Andaluz de la Mujer, 
entre otros organismos, ya se venían desarrollando.

2.2. El servicio de asistencia a las víctimas en andalucía (S.A.V.A.)

Dependiente de la Consejería de Justicia y Administración Pública, 
el Servicio de Asistencia a las Víctimas en Andalucía, en adelante SAVA, 
basa su origen en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asis-
tencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual46. Este 
referente normativo fue la primera Ley que reguló pautas de actuación 
dentro del proceso penal, concretamente:

•	 Protección económica de la víctima, regulando las ayudas públi-
cas, inspirándose en el principio de solidaridad.

•	Generalizar la información y la atención psicológica y social a las 
víctimas de delitos de todo tipo, intentando con ello paliar el fe-

46 BOE nº 296, de 12 de diciembre de 1995. Pág. 35576.
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nómeno conocido como victimización secundaria, derivada de las 
relaciones de la víctima con el sistema jurídico-penal.

•	 Esta ley, en su artículo 16, dictaminó la creación de las Oficinas 
de Asistencia a las Víctimas, en las sedes de Juzgados y Tribunales 
o en todas aquellas Fiscalías en las que las necesidades lo exijan.

El SAVA es un servicio público, universal y gratuito, que pretende 
dar respuesta integral (jurídica, psicológica y social) a la problemática 
que surge en toda persona víctima de un ilícito penal que solicita vo-
luntariamente ser atendida47. La finalidad de este servicio es proteger a 
la víctima, en la medida de lo posible, de su paso por las distintas insti-
tuciones con las que entre en contacto, de forma que la mecánica poli-
cial, médica y judicial no suponga un gravamen adicional al producido 
por el delito en sí mismo. Es decir, facilitar esta relación y convertirse en 
un dispositivo eficaz para la resolución de sus problemas.

Existe un SAVA en cada una de las provincias andaluzas, además 
de otro en el Campo de Gibraltar. El equipo técnico está compuesto 
por expertos y expertas en criminología, y con formación adicional en 
asistencia a víctimas de delitos: dos juristas -uno con funciones de coor-
dinación- una psicóloga, una criminóloga y una trabajadora social. En 
Huelva, el SAVA está ubicado en el Palacio de Justicia, Alameda Sun-
dheim, 28, 4ª planta, en Huelva. Teléfono 959 013 868. La empresa 
Atenin es la gestora de este servicio. Por tanto, el SAVA es un servicio 
de atención especializada, que cuenta entre sus usuarios y usuarias a 
diferentes víctimas de delitos, aunque un alto porcentaje de población 
atendida son mujeres que padecen violencia de género. 

Los objetivos que persigue el SAVA son la prevención, eliminación 
o reducción de la victimización y la satisfacción de los derechos que a 
las víctimas de infracciones penales les otorga el ordenamiento jurídico. 
Pero, ¿cómo se logran estos objetivos? Mediante:

•	Acogida.
•	Asistencia.
•	 Información.
•	Asesoramiento.
•	Atención psicológica.
•	 Protección.
•	Atención social.
Dentro del grupo de víctimas que pueden ser objeto de atención, 

no debemos olvidar aquellos niños y niñas, hijos de padres violentos, 
y que han visto o padecido las agresiones en sus hogares. El SAVA tie-

47 Web: http://www.atenin.org/index.php/atenin-proyectos/proyectosava
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ne establecidos tres intervenciones grupales de relación directa con los 
malos tratos: 

•	Una intervención grupal con mujeres, llamado el grupo de ma-
dres, compuesto por mujeres víctimas de malos tratos y madres de 
adolescentes que muestran alteraciones de conducta.

•	  Otra con niños y niñas, hijos e hijas de mujeres víctimas de malos 
tratos, de entre 8 y 11 años, que presentan alteraciones de con-
ducta leves en el entorno familiar y educativo. 

•	Además, se realiza una tercera intervención grupal, con adolescen-
tes, hijos/as de mujeres maltratadas, que presentan importantes 
alteraciones conductuales, tanto en los centros educativos como 
en el entorno familiar, y que centran sus respuestas violentas en 
sus madres.

La dependencia orgánica de los SAVA corresponde, como ya hemos 
dicho, a la Consejería de Justicia y Administración Pública,  concreta-
mente a la Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víctimas de 
Violencia, a la que dedicamos un apartado48.

2.3. Juzgado de violencia de género

La Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, recoge en su Título V49, Capítulo I “De los Juz-
gados de Violencia sobre la Mujer”. En el artículo 43, concretamente, 
se habla de la organización territorial, disponiéndose que en cada par-
tido judicial haya uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con 
sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial, 
tomando como designación el municipio de su sede.

El Artículo 44, referido a la competencia de dichos Juzgados, esta-
blece que: 

“1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden 
penal, de conformidad en todo caso con los procedimientos y 
recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los 
siguientes supuestos:
a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad 

penal por los delitos recogidos en los títulos del Código Penal 
relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos 
contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra 
la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito co-
metido con violencia o intimidación, siempre que se hubie-

48 Ver punto 2.5.
49  El Título V de esta Ley es el referido a la Tutela Judicial.
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sen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer 
que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos 
sobre los descendientes propios o de la esposa o conviviente, 
o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que 
se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o 
guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también 
se haya producido un acto de violencia de género.

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad 
penal por cualquier delito contra los derechos y deberes fami-
liares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas 
como tales en la letra anterior.

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección 
a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al 
Juez de Guardia.

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos 
I y II del libro III del Código Penal, cuando la víctima sea 
alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de 
este apartado.

2. 	 Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el 
orden civil, en todo caso de conformidad con los procedimien-
tos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los 
siguientes asuntos:
a) Los de filiación, maternidad y paternidad.
b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.
c) Los que versen sobre relaciones paternas filiales.
d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de 

medidas de trascendencia familiar.
e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hi-

jos e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un pro-
genitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.

f ) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adop-
ción.

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones ad-
ministrativas en materia de protección de menores.

3. 	 Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma ex-
clusiva y excluyente competencia en el orden civil cuando con-
curran simultáneamente los siguientes requisitos:
a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna 

de las materias indicadas en el número 2 del presente artículo.
b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los 

actos de violencia de género, en los términos a que hace refe-
rencia el apartado 1 a) del presente artículo.

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como 
autor, inductor o cooperador necesario en la realización de 
actos de violencia de género.
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d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mu-
jer actuaciones penales por delito o falta a consecuencia de 
un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una 
orden de protección a una víctima de violencia de género.

4. 	 Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conoci-
miento, de forma notoria, no constituyen expresión de violencia 
de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano 
judicial competente.

5. 	 En todos estos casos está vedada la mediación”.
En Huelva, por tanto, en cada uno de los seis partidos judiciales, 

uno de los juzgados de instrucción es el que tiene asumida, además 
de otras funciones, la de violencia contra la mujer. Respecto al ámbito 
penal, en el caso de nuestra provincia, es el Juzgado de lo Penal nº 2 el 
que tiene asumidas las competencias penales en materia de violencia de 
género. En otras ciudades hay un reparto de la materia entre los distin-
tos juzgados de lo penal.

Además, destacar que el 28 de diciembre de 2007 ha entrado en 
funcionamiento el Juzgado Exclusivo en Violencia de Género, el Juzga-
do nº 1 de Violencia contra la Mujer, pues hasta el momento, el partido 
judicial de Huelva tenía como referente para esta materia el Juzgado de 
1ª Instancia e Instrucción nº 4 de nuestra capital. La ciudad de Huelva 
cerraba así el circuito de provincias andaluzas que ya cuentan con un 
juzgado con competencias exclusivas en Violencia sobre la Mujer, una 
de las actuaciones que, como decíamos anteriormente, es una de las 
medidas de protección recogida en la Ley Integral de 2004. 

La plantilla con la que cuenta el nuevo Juzgado está formada por 
diez funcionarios/as con especialización en la materia, dos fiscales, la 
colaboración de un/a médico/a forense, dos letrados/as (para víctima  
y denunciado) y el apoyo del Servicio de Asistencia a las Víctimas en 
Andalucía. Con este Juzgado, ya son 17 Juzgados en Andalucía con 
competencia exclusiva en materia de Violencia sobre la Mujer. 

Esta especialización en los Juzgados responde a la necesidad de ofre-
cer alternativas serias a las mujeres que se presentan ante el sistema 
judicial para intentar resolver sus asuntos, pues garantiza la atención 
por parte de profesionales con especialización en la materia, una resolu-
ción más rápida y exclusiva. No en vano, debemos tener en cuenta que 
hasta la puesta en marcha de este Juzgado exclusivo, el Juzgado de 1ª 
Instancia e Instrucción nº 4 ha tenido una sobrecarga de trabajo, pues 
de cuatro mil asuntos, una cuarta parte han sido expedientes relativos 
a malos tratos, ha contado con cuatrocientos juicios rápidos, más de 
doscientos delitos y faltas registrados y quinientas diligencias previas.
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2.4. Fiscalía contra la violencia sobre la mujer

Estrechamente relacionado con el apartado anterior, encontramos 
la creación y puesta en marcha de una Fiscalía contra la Violencia sobre 
la Mujer. De nuevo se responde de este modo a lo establecido en la Ley 
1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Gé-
nero, que en su capítulo V trata “Del Fiscal contra la Violencia sobre la 
Mujer”, recogiendo como funciones del mismo (art. 70):

“1. 	El Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, 
como delegado, un Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, con 
categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:
a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 5 del Estatu-

to Orgánico del Ministerio Fiscal, e intervenir directamente 
en aquellos procesos penales de especial trascendencia apre-
ciada por el Fiscal General del Estado, referentes a los delitos 
por actos de violencia de género comprendidos en el artículo 
87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en 
los procesos civiles comprendidos en el artículo 87 ter.2 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la 
Violencia sobre la Mujer, y recabar informes de las mismas, 
dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se 
integren.

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías 
en materias de violencia de género, para lo cual podrá propo-
ner al Fiscal General del Estado la emisión de las correspon-
dientes instrucciones.

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del 
Estado, para su remisión a la Junta de Fiscales de Sala del 
Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los 
procedimientos seguidos y actuaciones practicadas por el Mi-
nisterio Fiscal en materia de violencia de género.

2. 	 Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y 
expertos que sean para auxiliarlo de manera permanente u oca-
sional”.

En el caso de Huelva, la Fiscalía contra la Violencia sobre la Mujer 
se encuentra ubicada en el Palacio de Justicia, Alameda Sundheim 28, 
4ª planta, teléfono 959 01 38 88. Cuenta con tres fiscales, actuando 
una de ellas como Fiscal Delegada contra la Violencia sobre la Mujer. 
Presta asesoramiento y apoyo al Ministerio Fiscal en toda la provincia, 
a través de los/as fiscales presentes en cada partido judicial.
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2.5. Instituto de medicina legal

El Instituto de Medicina Legal50, dependiente de la Consejería de 
Justicia y Administración Pública, surge como respuesta de la Comuni-
dad Autónoma Andaluza a la legislación desarrollada sobre la organiza-
ción de la Medicina Forense.

Existe un Instituto de Medicina Legal, en adelante IML, en cada 
una de las provincias de Andalucía. En el caso de Huelva, éste se en-
cuentra ubicado en la Plaza Isabel la Católica, nº 9, con teléfono 959 
018 876. También existe el Área Comarcal de Aracena, con sede en el 
Palacio de Justicia, sito en la Avenida de Huelva, s/n, en Aracena, con 
teléfono 959 126 253.

El IML consta de un Servicio de Clínica Médico Forense, de un Ser-
vicio de Patología Forense, y en las provincias de Sevilla, Granada y Mála-
ga, además, de un Servicio de Laboratorio Forense, donde se desarrollan 
las funciones y tareas propias de cada campo de la Medicina Legal.

La función del IML es actuar ante los Juzgados, Tribunales, Fisca-
lías y Oficinas del Registro Civil en todos aquellos casos en los que sea 
necesario llevar a cabo una investigación y valoración relacionada con 
las Ciencias Forenses. Además de la función pericial, los IML tienen 
funciones de investigación y funciones de formación y docencia.

La Ley Orgánica del Poder Judicial (LO 6/1985)51 ya consideró la 
creación de los IML, proceso que se completó con el nuevo Reglamen-
to Orgánico del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses52 y posteriormen-
te con el Reglamento de los Institutos de Medicina Legal53, regulaciones 
donde se establecía la nueva organización funcional y estructura de la 
Medicina Forense alrededor de los IML, y basada en los criterios de 
especialización y racionalización de los medios humanos y materiales 
con vistas a dar un servicio público de mayor calidad.

En Andalucía, el Decreto de la Consejería de Justicia y Administra-
ción Pública 176/2002 de 18 de junio54 constituye y regula los IML en 

50Web:http://www.juntadeandalucia.es/gobernacionyjusticia/opencms/portal/
Justicia/ContenidosEspecificos/Organizacionjudicialandalucia/iml?entrada=tematica
&tematica=722

51  Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la L.O. 6/1985, 
de 1 de julio del Poder Judicial. BOE nº 309 de 26 de diciembre de 2003. Pág. 46025.

52 Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero. BOE nº 53, de 1 de marzo de 1996. 
Pág. 13257.

53 Real Decreto 386/1996 de 1 de marzo. BOE nº 60, de 9 de marzo de 1996. 
Pág. 9633.

54 BOJA nº 94, de 10 de agosto de 2002. Pág. 15647.
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nuestra Comunidad Autónoma, recogiendo la filosofía de las regulacio-
nes anteriores y reflejando la voluntad de mejorar un servicio público 
médico-forense. Fue mediante resolución del Viceconsejero de Justicia 
y Administración Pública el modo en que se regló la entrada en vigor 
de los IML en Andalucía, el 15 de julio de 2003 (el de Huelva el 29 de 
julio). Asimismo, se reguló la coordinación de los IML de Andalucía 
mediante la Comisión de Coordinación de los IML, creándose además 
el Consejo Andaluz de Medicina Legal y Forense, como órgano colegia-
do representativo de todas las instituciones implicadas en la formación 
e investigación médico legal, donde plantear y discutir las principales 
iniciativas en estas materias55.

El hecho de referirnos expresamente al IML como un recurso para 
las mujeres víctimas de violencia machista está relacionado directa-
mente con el punto que a continuación vamos a tratar, dentro de este 
apartado dedicado al IML, ya que vamos a hablar de las Unidades de 
Valoración Integral de la Violencia de Género, de Andalucía. Éstas 
se ubican dentro de cada uno de los Institutos de Medicina Legal de 
Andalucía. Nacen como unidades funcionales de carácter técnico, de 
apoyo a los Juzgados de Violencia de género y al resto de Juzgados que 
investiguen este tipo de hechos. Andalucía ha demostrado ser pionera 
en el desarrollo de las Unidades de Valoración Integral de la Violencia 
de Género (en adelante, UVIVG), con vistas a garantizar el cumpli-
miento de la Ley Orgánica de Medidas Integrales contra la Violencia 
de Género. Se organizan como una unidad funcional multidisciplinar, 
integrada por profesionales de medicina forense, psicología y trabajo 
social. Las UVIVG desarrollan sus funciones bajo la coordinación de la 
dirección del IML. Asimismo, corresponde a la Coordinación General 
de los IML la coordinación de dichas unidades.

Actualmente, existen tres protocolos que pretenden garantizar la 
homogeneidad de las UVIVG:

•	 Protocolo de Actuación Médico-Forense en los casos de violencia 
en las relaciones de pareja.

•	 Protocolo de Actuación Médico-Forense para el reconocimiento 
del agresor en los casos de violencia de género.

•	 Protocolo de Actuación Médico-Forense sobre la violencia contra  
menores.

55 Decreto 95/2004, de 9 de marzo, que regula la composición y funciones de la 
Comisión de Coordinación de los IML y del Consejo andaluz de Medicina Legal y 
Forense. BOJA nº 61, de 29 de marzo de 2004. Pág. 7647.
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El acceso a la UVIVG se realiza a requerimiento del juez o jueza, 
previa cita en los supuestos de asistencia programada, sin perjuicio del 
reconocimiento de urgencia por el/la Médico/a Forense de guardia, 
cuando así sea requerido por la autoridad judicial. Podrán ser derivados 
a la UVIVG tanto el agresor como sus descendientes, como la víctima 
de violencia de género. En cualquier caso, teniendo en cuenta las ca-
racterísticas de la violencia de género y la situación de las víctimas, será 
posible la remisión de los casos a las UVIVG fuera de los criterios es-
tablecidos, mediante la debida argumentación científica y justificación 
por parte del/la profesional que haya valorado el caso.

Para finalizar, las UVIVG tienen en cuenta que un aspecto muy im-
portante para mejorar en el tratamiento de la violencia es la prevención, 
pues para acabar con los factores que dan lugar a los hechos no solo hay 
que actuar sobre éstos, sino también hay que profundizar en el conoci-
miento de los elementos presentes en su etiología y en las circunstancias 
que luego influyen en sus manifestaciones. Para ello, la investigación, la 
docencia y la formación en esta materia se presentan como elementos 
fundamentales para avanzar en el conocimiento de la realidad, y contri-
buir a la especialización de quienes tienen que enfrentarse a la violencia 
de género con espíritu crítico.

2.6. Dirección general de asistencia jurídica a las víctimas de 
violencia

La Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víctimas de Vio-
lencia nace en base al Decreto 217/2006, de 12 de diciembre, por el que 
se modifica el Decreto 200/2004, de 11 de mayo, que establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública56.

Dicho Decreto establece en el apartado 6 de su único artículo las 
competencias de la Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víc-
timas de Violencia, que queda articulada dentro de la estructura de la 
Consejería de Justicia y Administración Pública de la Junta de Andalu-
cía. Define así sus funciones:

a) “El diseño, elaboración y seguimiento de los planes de acción 
contra las diversas formas de violencia en general, que se realicen 
por la Consejería de Justicia y Administración Pública con la 
finalidad de planificar eficiente y eficazmente cuantas medidas, 
programas y actuaciones se pongan en marcha en estos ámbitos.

b) 	Fomentar la formación y especialización de los diferentes opera-

56 BOJA nº 241, de 15 de diciembre de 2006. Pág. 22.
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dores jurídicos que intervienen en los procesos de información, 
atención y protección a las víctimas con el objetivo de conseguir 
la detección, asistencia y recuperación integral de aquéllas.

c) 	 Proponer, impulsar y dirigir proyectos de investigación especí-
ficos, en el ámbito de competencias de la Consejería de Justicia 
y Administración Pública, relacionados con la violencia ejercida 
sobre las víctimas de delitos violentos.

d) 	La dirección y coordinación de las oficinas de asistencia a las 
víctimas previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, así 
como de los servicios que prestan aquéllas en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, dependientes de la Con-
sejería de Justicia y Administración Pública.

e) 	 Coordinar los recursos de tratamiento psicosocial de que dispo-
nen los Servicios de Apoyo a la Administración de Justicia de la 
Consejería de Justicia y Administración Pública y sus Delegacio-
nes Provinciales.

f ) 	 Las restantes atribuciones que conforme a las disposiciones vi-
gentes le corresponda”.

2.7. Puntos de encuentro familiar

Aunque no es recurso exclusivo o específico para víctimas de vio-
lencia de género, hemos considerado importante incluir el Punto de 
Encuentro Familiar en este estudio, pues supone una herramienta 
de utilidad en aquellas situaciones en las que, debido a la falta de 
entendimiento, exista miedo a los encuentros con los agresores y haya 
alguna disposición por parte de la autoridad judicial que determine 
su uso.

Los Puntos de Encuentro Familiar son espacios neutrales y acoge-
dores, donde se va a facilitar el encuentro del/la menor con el proge-
nitor no custodio y/o la familia biológica con el fin de cumplir el régi-
men de visitas, en aquellos casos en que las relaciones son conflictivas. 
Se trata, por tanto, de un recurso destinado a garantizar las medidas 
acordadas por los Juzgados de Familia y otras Instituciones.

De este modo, nos encontramos con el establecimiento de dos Pun-
tos de Encuentro diferentes:

•	Un Punto de Encuentro Familiar, dependiente de la Delegación 
para la Igualdad y Bienestar Social, que en Huelva se encuentra 
ubicado en la calle Marina, 5, con teléfono 959 28 07 69. Este 
recurso, llamado Programa de Orientación de Punto de Encuen-
tro Familiar, es prestado en nuestra provincia por la Asociación 
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Alcores57, que lo gestiona para la Junta de Andalucía como en-
tidad colaboradora. Responde éste a lo establecido en el Decreto 
205/2004, de 11 de mayo, por el que se establece la estructura orgá-
nica de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social58. En dicho 
Decreto se regulan las competencias de la Dirección General de 
Infancia y Familias, de la que depende, a nivel provincial, el Ser-
vicio de Prevención y Atención Familiar, que gestiona uno de los 
cuatro programas generales de la Consejería para la Igualdad y 
Bienestar Social referida a menores: los “Programas dirigidos a fa-
milias e infancia en situación de vulnerabilidad o dificultad”, en el 
que se incluye el Programa de Punto de Encuentro Familiar, entre 
otros59. Específicamente se regula que los Programas de Orien-
tación de Punto de Encuentro Familiar excluyen las actuaciones 
del régimen de custodia, visitas, comunicación y estancia con los 
hijos/as en ejecución de las medidas civiles dictadas a través de 
una orden de protección. Este Punto de Encuentro cuenta con un 
equipo formado por psicólogo/a, trabajador/a social y educador/a 
social.

•	 El segundo Punto de Encuentro depende de la Delegación de Jus-
ticia y Administración Pública, Junta de Andalucía,  y está ubica-
do en las dependencias del Servicio de Atención a las Víctimas de 
Andalucía, SAVA, en el Palacio de Justicia, Alameda Sundheim, 
28, 4ª planta. Este Punto de Encuentro tiene su fundamentación 
normativa en la Orden de 10 de abril de 2007 por la que se disponen 
determinadas medidas para la adecuada ejecución del régimen de 
visitas y comunicación de los hijos con sus progenitores, establecido en 
las Órdenes de Protección60. Se implanta, de este modo, un recurso 
de similares características del anterior, pero con la circunstancia 
de estar circunscrito a la población de mujeres que cuentan con 
una orden de protección por violencia de género. Se reconoce de 
este modo la necesidad de articular un sistema que permita a los 

57 La Orden de 3 de marzo de 2006, BOJA nº 49, de 14 de marzo. Pág. 24, 
que establece las bases reguladoras y convoca las subvenciones para la financiación 
de programas específicos de atención a menores y familias en dificultad. http://www.
asociacionalcores.org/

58  BOJA núm. 94, de 14 de mayo de 2004, corrección de errores (BOJA núm. 
99, de 21 de mayo). Pág. 11716.

59 Consultar: Consejería de Asuntos Sociales, Decreto 362/2003, de 22 de di-
ciembre, por el que se aprueba el Plan Integral de Atención a la Infancia de Andalucía 
(2003-2007). BOJA nº 18, de 28 de enero de 2004. Pág. 2186.

60  BOJA nº 85, de 2 de mayo de 2007. Pág. 54.
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padres ejercer su derecho de visitas, pero que también garantice la 
seguridad de las mujeres. En este Punto de Encuentro, se realizan 
dos tipos de visitas: las tuteladas, que se efectúan en las dependen-
cias de este recurso con presencia profesional, y las no tuteladas. 
La mencionada Orden de 10 de abril de 2007, recoge en su artí-
culo 1 (competencias) que: 

“Le corresponde a la Dirección General de Asistencia Ju-
rídica a las Víctimas de Violencia el diseño, elaboración y se-
guimiento de los programas impulsados desde esta Consejería, 
para facilitar la correcta y adecuada ejecución de medidas ju-
diciales civiles contenidas en las órdenes de protección en los 
casos de violencia de género, en cuanto afecten a los regímenes 
de custodia, visita, comunicación y estancia de los hijos61 con 
sus progenitores”. 

En base a este artículo, recae en la Dirección General de Asistencia 
Jurídica a las Víctimas la regulación de estos Puntos de Encuentro, 
siendo la empresa encargada de su gestión Atenin, la misma que 
para el Servicio de Asistencia a las Víctimas en Andalucía.

Existen en cada una de las provincias de Andalucía sendos Puntos de 
Encuentro, el dependiente de la Delegación para la Igualdad y Bienestar 
Social y el dependiente de la Delegación de Justicia y Administración 
Pública, y en ambos casos la derivación de expedientes a los respectivos 
puntos se ha de efectuar en base a una medida judicial. Además, destacar 
que existe un Anteproyecto de Ley Reguladora de la Mediación Familiar en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, aunque en el caso de violencia de 
género, queda vedada la mediación familiar, pues prima la seguridad de 
la víctima sobre otras cuestiones.

El principal escollo es que, aún con la existencia de los dos Puntos 
de Encuentro, existe una laguna legal en cuanto a la competencia en 
aquellos casos en los que existe una medida de alejamiento y no una 
orden de protección, ya que el Punto de Encuentro de Justicia, en base a 
la mencionada Orden de 10 de abril de 2007, tiene competencias en los 
casos en los que exista una Orden de Protección, no estando regulado en 
la actualidad la articulación en el caso de que la mujer disponga de una 
medida de alejamiento. En el momento actual los casos con medida de 
alejamiento están siendo atendidos por el Punto de Encuentro depen-
diente de la Delegación para la Igualdad y Bienestar Social.

61 El lenguaje procede directamente de la Orden.
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2.8. Fuerzas y cuerpos de seguridad del estado

La puesta en marcha del Primer Plan de Acción Contra la Violencia 
Doméstica impulsado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a 
través del Instituto de la Mujer, contó con la decisiva colaboración, entre 
otros Ministerios y organismos, del Ministerio del Interior. El punto 5 de 
este Plan de Acción especifica que “habrá que facilitar la debida asistencia 
y protección policial a las mujeres que acuden a denunciar ante las  Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado” (en adelante FFCCSE).

Dicho Plan de Acción tenía como objetivo fundamental la reducción 
de los actos violentos en el seno de las familias y paliar en lo posible los 
efectos de dichos actos en las víctimas, creándose en 1989 una Comisión 
Mixta Ministerio del Interior-Asuntos Sociales, para el estudio de la for-
mación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en los delitos 
contra las mujeres, en base al convencimiento de que la intervención 
policial es decisiva en el tratamiento de la violencia de género. Esto ha 
llevado a la creación de unidades específicas dentro de ambos cuerpos: en 
el Cuerpo Nacional de Policía y en la Guardia Civil.

La naturaleza de la atención que se dispensa a las mujeres en los ser-
vicios especializados de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
es similar. Se persigue, a modo general, mejorar la actuación preventi-
va en materia de violencia, además de hacer más eficaces las medidas 
de protección, mejorando la respuesta. Para ello, tanto policías como 
guardias civiles han de crear un clima de confianza en la mujer en el 
momento de la denuncia, promover y desarrollar medidas de preven-
ción y protección y mejorar la coordinación institucional. Son cuatro, 
por tanto, las vertientes de la respuesta policial, tal y como se recoge en 
la página web del Cuerpo Nacional de Policía62:

•	 La prevención.
•	 La atención o asistencia.
•	 La protección.
•	 La integración y la rehabilitación.
Nos encontramos entonces ante dos líneas de trabajo:
•	Desde el Cuerpo Nacional de Policía, que cuenta con la interven-

ción específica en violencia de género a través del Servicio de Aten-
ción a la Familia (grupo SAF) y el Programa UPAP (Unidad de Pre-
vención, Asistencia y Protección contra los malos tratos a la mujer).

•	Desde la Guardia Civil, la intervención especializada se lleva a 
cabo a través de los Equipos Mujer-Menor (EMUMEs).

62 http://www.policia.es/org_central/judicial/estructura/saf_creacion.html



La respuesta institucional a la violencia de género

68

Pasamos a describir brevemente cada uno de ellos:

1) Grupo saf del cuerpo nacional de policía
Según Isabel Fernández, del Cuerpo Nacional de Policía (Jefatura 

Superior de Policía de Galicia) 63, el Servicio de Atención a la Familia 
tiene su origen en el Servicio de Atención a la Mujer (SAM). Según esta 
especialista, “el Primer Simposium Internacional de Victimología cele-
brado en Jerusalén en el año 1974, sentó las bases del reconocimiento 
social de las víctimas y su posterior desarrollo en el campo de los delitos 
sexuales, que causan unos efectos traumáticos y repercusiones psicoló-
gicas de difícil superación”.

La principal misión de los SAF es atender y asesorar a las mujeres 
víctimas de delitos de género, a fin de paliar los efectos traumáticos de 
los mismos, sin olvidar la investigación policial. Se determinó cambiar 
la denominación de SAM por SAF, porque se vio la necesidad de tra-
tar los problemas que afectaban a otros/as miembros de la Unidad 
Familiar en su conjunto. No debemos olvidar las otras víctimas de la 
violencia machista, que conviven con la mujer y que pueden también 
sufrir graves consecuencias como son los hijos e hijas, por ejemplo.

ii) Programa upap (unidad de prevención, asistencia y pro-
tección a la mujer víctima de malos tratos) del cuerpo nacio-
nal de policía

En todas las plantillas del Cuerpo Nacional de Policía con compe-
tencias en Seguridad Ciudadana, existe un núcleo básico de funciona-
rios/as que se dedican de manera exclusiva a las tareas de prevención, 
asistencia y protección a las mujeres víctimas de malos tratos. Se trata 
de un grupo de mayor especificidad que el anterior, compuesto por 
policías en segunda actividad, a quienes se les designan un número 
de mujeres por cada cual, con el objetivo principal de prestar una 
asistencia y protección más personalizada, directa e individual. A la 
UPAP acceden aquellas mujeres cuya situación hace determinante el 
acceso a este programa. Se trata de un equipo de enlace con la víctima 
de malos tratos, que además persigue mantener un control de las zo-
nas o áreas de la vida cotidiana de la mujer, aquellas más frecuentadas 
por el agresor. Además, el personal de esta unidad acompañará a la 
víctima a aquellos procedimientos que lo requieran, en coordinación 
con otros servicios asistenciales. Destacar que a esta Unidad se le dota 
de un número de teléfonos móviles que se facilitan a las mujeres para 

63 Tratamiento de la Violencia de Género en el CNP, Dirección General de la 
Policía, Jefatura Superior de Galicia, Delegación de formación de A Coruña.



María del Carmen Serrano Aguilar

69

dar respuesta urgente y en cualquier momento a los requerimientos 
efectuados por éstas.

iii)Equipos mujer-menor (emumes) de la guardia civil
En el año 1995 se decidió la creación de grupos especialistas en 

la materia mujer-menor, debido a que se producía un número cada 
vez más elevado de delitos donde se encontraban implicados/as como 
víctimas y autores mujeres y menores. Los equipos EMUMEs64 se 
encuentran ubicados en las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial. 
En el caso de Huelva, existe un equipo EMUME con demarcación 
provincial, sito en la Comandancia de la Guardia Civil, además de al 
menos un/a especialista con formación EMUME en cada uno de los 
partidos judiciales de Huelva.

•	El ámbito de actuación de los EMUMEs comprende65:
•	La violencia en el entorno familiar, en todas sus formas, desde 

los malos tratos psicológicos hasta las lesiones y los homicidios.
•	 Los delitos contra la libertad sexual, como las agresiones y los 

abusos sexuales, fuera y dentro del ámbito familiar.
•	 Los delitos relacionados con la delincuencia juvenil.
•	 Los actos delictivos relacionados con el tráfico de seres humanos 

con fines de explotación sexual, y la pornografía infantil por In-
ternet.

En los tres equipos mencionados, SAF, UPAP y EMUME, existe 
una especial sensibilización hacia la formación específica para profesio-
nales, con el fin de producir una mejora en la intervención.

Además, es imprescindible destacar la normativa que regula la actua-
ción policial, pues diseña el marco de respuesta profesional ante estos 
delitos. Así, además de las recomendaciones del Parlamento Europeo66, 

64Web:http://www.guardiacivil.es/es/servicios/violenciadegeneroyabusoameno-
res/index.html

65 Según el Informe de Situación de los Equipo Mujer-Menor de abril de 2005 
realizado por la Guardia Civil, Unidad Técnica de Policía Judicial-EMUME Central.

66 Resolución del Parlamento Europeo sobre las Agresiones a la Mujer, de 11 de 
junio de 1986, estableciendo en su punto 7 una recomendación a los Estados Miem-
bros para: “A) asegurar una mejor preparación de los/as agentes de policía, que traten 
con denuncias de agresiones sexuales, de forma que se escuche seriamente a las víctimas 
de tales actos de violencia. B) procurar una mayor cooperación entre policías, jueces, 
médicos y psicólogos y autoridades u organismos voluntarios que traten con las víc-
timas de tales ataques. C) trazar unas directivas conjuntas para elaborar medidas de 
apoyo”. También nos remitimos a la Decisión No 803/2004/CE del Parlamento Euro-
peo de 21 de abril de 2004, por la que se aprueba un programa de acción comunitario 
(2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre los niños, los jóvenes 
y las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo (programa Daphne II). Similar 
línea sigue la Recomendación del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre la 
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y del anteriormente nombrado Primer Plan de Acción del Instituto de 
la Mujer, la Ley 35/1995 de 11 de diciembre de ayudas y asistencia a las 
víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, impone que las 
FFCCSE deben informar a las víctimas de los derechos que le asisten. 
Pero es la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral con-
tra la Violencia de Género la que especifica, en su artículo 31, no sólo el 
reconocimiento de las unidades especializadas dentro de las FFCCSE, 
sino la necesaria cooperación con las Policías Locales y el acatamiento a 
lo establecido en el Protocolo de Actuación de las FFCCSE. Este Proto-
colo de Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de coordinación 
con los órganos judiciales para la protección de las víctimas de violencia de 
género fue aprobado por la Comisión para la Implantación de la Orden 
de Protección el 10 de junio de 2004, y por la Comisión Nacional de 
Coordinación de la Policía Judicial el 27 de septiembre de ese mismo 
año. Para un mejor entendimiento del contenido de este Protocolo, 
exponemos aquí su índice de contenido:

•	 Introducción. 
•	Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  

para la protección de las víctimas de violencia  
de género y doméstica. 
a. 	Actuación en la fase de investigación policial. 
b. 	Recogida de la denuncia y elaboración del atestado.
c. 	Actuación en el control y seguimiento de las medidas judi-

ciales de protección o aseguramiento.
•	Cumplimiento efectivo de las medidas de alejamiento.

a. 	Ámbito espacial y temporal de la medida de alejamiento. 
b. 	Detención del responsable por las Fuerzas y  Cuerpos de 

Seguridad.
c. 	Comparecencia por incumplimiento del alejamiento. 

Posible adopción de la medida de prisión provisional o de 
otras medidas de protección de la víctima.

•	Comunicaciones entre los órganos judiciales y las fuerzas y 
cuerpos de seguridad.
a. Optimización del funcionamiento del registro central para la 

protección de las víctimas de la violencia doméstica.
b. Conexión telemática entre órganos judiciales y Fuerzas y Cuer-

pos de Seguridad.
c. Comunicaciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a los 

órganos judiciales.

protección de la mujer contra la violencia (adoptada por el Comité de Ministros el 30 
de abril de 2002, en la 794ª reunión de delegados ministeriales).
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d. Comunicaciones de los órganos judiciales a  
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

1.	 Resoluciones judiciales.
2.	 Informes. 
3.	 Otros antecedentes. 
4.	 Otras comunicaciones.
5.	 Destino de las comunicaciones. 

•	Actuación del Ministerio Fiscal.
•	Comunicación de datos estadísticos.
•	 Protocolos de actuación de ámbito autonómico.

Este Protocolo de Actuación dispone además de un anexo sobre 
el contenido que ha de tener el atestado, recordando de este modo la 
obligación de cumplimentar campos de importancia como los relativos 
a  la víctima, los hechos, el agresor y los testigos. Además, habrá que 
estar a lo recogido en el Acuerdo Reglamentario 1/2005, de 27 de abril, 
del Pleno del Consejo del Poder Judicial, por el que se modifica el Regla-
mento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios de las actuaciones 
judiciales67.

Asimismo, resulta de interés, en base al art. 31 de la Ley 1/2004 que 
destaca la “necesaria cooperación con las Policías Locales”, reseñar la 
existencia del Protocolo de Colaboración y Coordinación entre las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de Policía Local para la 
protección de las víctimas de violencia doméstica y de género, suscrito por 
el Ministerio del Interior y la FEM y de la Instrucción nº 14/2005 de la 
Secretaría de Estado de Seguridad sobre actuación en dependencias policia-
les en relación con mujeres extranjeras víctimas de violencia doméstica o de 
género en situación administrativa irregular.

Finalmente, en lo referido a las FFCCSE, señalar que se ha creado 
en el año 2007 una base de datos de uso común tanto para el Cuerpo 
Nacional de Policía como para la Guardia Civil. Dicha base de datos 
se ha venido a llamar “Sistema de Seguimiento Integral de los casos de  
Violencia de Género”, Sistema VdG. Se trata de una novedosa herra-
mienta, que permite a las FFCCSE no solo registrar todas las denuncias 
relativas a violencia contra las mujeres, sino también consultar datos, 
registrar los casos de homicidio, colgar y disponer de noticias, docu-
mentación y enlaces, etc. Este Sistema de Seguimiento dispone además 
de un nuevo instrumento, que es la Valoración Policial del Riesgo68 

67 BOE nº 109, de 7 de mayo de 2005. Pág. 15644.
68 Instrucción 14/2007, de la Secretaría de Estado de Seguridad, por la que se mo-

difica la Instrucción 10/2007, de 10 de julio, por la que se aprueba el “Protocolo para la 
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(VPR) y la Evolución de la Valoración Policial de Riesgo (VPER). Se 
trata de un cuestionario que es utilizado en el momento de la denuncia 
de los hechos, y que proporciona una valoración del riesgo que sufre la 
víctima (“no apreciada”, “baja”, “media” o “alta”). En base al resultado 
obtenido, la actuación policial se dirigirá en un sentido u otro para ga-
rantizar la protección y seguridad de las víctimas. Asimismo, la caden-
cia con la que se realicen dichas actuaciones policiales irá en función del 
nivel de riesgo obtenido.

En el Sistema de Seguimiento participan no solo las FFCCSE, sino 
también Instituciones Penitenciarias, las Subdelegaciones del Gobier-
no, a través de las Unidades Provinciales contra la Violencia sobre la 
Mujer, y Justicia, ya que se ha aprobado con fecha 30 de julio de 2007 
un Convenio de Colaboración entre los Ministerios de Justicia e Interior 
para la participación en el Sistema de Seguimiento Integral de los casos de 
Violencia de Género. 

El Sistema de Seguimiento Integral encuentra su base normativa en 
la Orden INT/1911/2007, de 26 de junio, por la que se crea el fichero de 
datos de carácter personal “Violencia doméstica y de género”, en el Ministe-
rio de Interior69. Respecto a la Administración Penitenciaria, decir que 
con fecha 25 de enero de 2008, se ha modificado la mencionada Orden 
INT/1911/2007, con el fin de adecuar los ficheros de carácter personal 
a la protección de datos70.

2.9. Asistencia jurídica gratuita

Las mujeres víctimas de violencia de género se podrán beneficiar, al 
igual que otros ciudadanos y ciudadanas, del derecho de la asistencia 
letrada de carácter gratuito, pero creemos importante destacar que, en 
el caso de estos delitos, se ha tenido en cuenta las características de los 
mismos estableciéndose un modelo especial para estos casos.

La base normativa de la asistencia jurídica gratuita es el Real Decreto 
1455/2005, de 2 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento de asis-
tencia jurídica gratuita, aprobado por el RD 996/2003 de 25 de julio71. En 
el mencionado Real Decreto se recoge que:

valoración policial del nivel de riesgo de violencia contra la mujer en los supuestos de la 
Ley Orgánica 1/2004, y su comunicación a los órganos judiciales y al Ministerio Fiscal”.

69 BOE nº 155, de 29 de junio de 2007. Pág. 28260.
70 Orden INT/68/2008, de 23 de enero, por la que se modifica la Orden 

INT/1911/2007, de 26 de junio, por la que se crea el fichero de carácter personal 
“Violencia Doméstica y de Género”. BOE nº 22. Pág. 4941.

71 BOE nº 301, del 17 de diciembre de 2005. Pág. 41347.
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“La Ley 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, modifica el apartado 5 del artículo 3 de 
la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, 
excluyendo la necesidad de acreditar previamente la carencia de 
recursos por parte de las víctimas de violencia de género que so-
liciten asistencia jurídica gratuita, así como la inmediatez en la 
prestación de dicha asistencia.

A su vez, la citada Ley Orgánica 1/2004 extiende el derecho a 
todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan 
causa directa o indirecta en la violencia padecida, estableciendo 
además que en estos supuestos una misma dirección letrada asu-
mirá la defensa de las víctimas y que este derecho asistirá tam-
bién a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima. 
Así mismo, la citada ley orgánica dispone que, en todo caso, se 
garantizará la defensa jurídica gratuita y especializada de forma 
inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soli-
citen, sin perjuicio de que si no se les reconoce posteriormente el 
derecho a esa asistencia deberán abonar al abogado/a los honora-
rios devengados por su intervención”.

Son, por tanto, dos las características esenciales de la asistencia ju-
rídica que ha de prestarse a una mujer víctima de violencia de género: 
inmediatez y especialización.

En base a lo anterior, el 20 de julio de 2007, se aprueba un Protocolo 
de Actuación y coordinación de FFCCSE y Abogados/as ante la Violencia 
de Género regulada en la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género. Este Protocolo, aprobado por el 
Comité Técnico de la Comisión Nacional de la Policía Judicial, en su 
reunión de 3 de julio de 2007, tiene por finalidad garantizar y homoge-
neizar el servicio de asistencia letrada en la formulación y presentación 
de la denuncia y solicitud de orden de protección; mejorar el servicio 
policial a la víctima y la formulación policial del atestado, y establecer las 
pautas generales para la información y asistencia a la víctima, tanto de los 
aspectos judiciales como de las posibles prestaciones y medidas sociales, 
en cumplimiento del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de junio 
de 2007.

En Huelva, el Colegio de Abogados/as ya ha establecido (en diciem-
bre de 2007), un teléfono móvil para localización de letrado/a de oficio 
del turno de violencia de género, para garantizar la atención desde el 
primer momento de las víctimas, aunque de momento, solo en el Par-
tido Judicial de Huelva.
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2.10 Protocolo común para la actuación sanitaria ante 
        la violencia de género

La Comisión contra la Violencia de Género, del Consejo Interterri-
torial del Sistema Nacional de Salud, Ministerio de Sanidad y Consu-
mo, aprobó en diciembre de 2006, el Protocolo Común para la Actua-
ción Sanitaria ante la Violencia de Género72.

Este Protocolo, tal y como se puede leer en su presentación, res-
ponde a las expectativas de la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, que ya estableció en 
su capítulo III que la Comisión contra la Violencia de Género prestaría 
su apoyo técnico y orientaría en la planificación de medidas sanitarias, 
así como que evaluaría y propondría las actuaciones sanitarias para que 
la aplicación de este Protocolo u otras actuaciones para la erradicación 
de la violencia pudiesen ser puestas en marcha. Concretamente, la Ley 
1/2004 trata sobre la sensibilización y formación (art. 15) y del Conse-
jo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud (art. 16).

El objetivo principal del Protocolo es:
“Establecer una pauta de actuación normalizada y homogénea 

para el Sistema Nacional de Salud (SNS), tanto para la detección 
precoz como para la valoración y actuación ante los casos detecta-
dos y el seguimiento de los mismos. La finalidad última es ofrecer 
orientaciones al personal sanitario del SNS para la atención in-
tegral –física, psicológica, emocional y social- a las mujeres que 
sufren violencia de género y que acuden a un centro sanitario.

Este protocolo se refiere a cualquier forma de violencia y malos 
tratos ejercida contra las mujeres mayores de 14 años, indepen-
dientemente de quién sea el agresor, aunque las actuaciones a las 
que se refiere están más centradas en la violencia ejercida por la 
pareja o expareja, por ser las formas de violencia más comunes en 
nuestro país.

En el caso de agresiones sexuales, la atención y actuación sani-
taria es específica dadas las medidas e implicaciones médico-foren-
ses y legales que conlleva, por lo que, se ha incluido un capítulo 
referido a ellas”.

Este protocolo tiene además otros objetivos secundarios:
“(1) Sensibilizar al personal sanitario del SNS sobre la gravedad 	

de la violencia contra las mujeres como problema de salud;
(2) 	Promover la capacitación de las mujeres que sufren maltrato 

para el reconocimiento de su situación y para la búsqueda 
de soluciones;

72 Web:http://www.msc.es/organizacion/sns/planCalidadSNS/pdf/equidad/pro-
tocoloComun.pdf
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(3) 	Contribuir desde el Sistema Nacional de Salud (SNS) a la 
sensibilización de la población general sobre este problema”.

Para la elaboración de este Protocolo se han revisado los protocolos 
de actuación sanitaria existentes en las Comunidades Autónomas (CC.
AA.). El documento es fruto de la discusión y consenso en el marco 
del Grupo de Trabajo Protocolos y Guías de actuación sanitaria ante la 
violencia de género, creado en el seno de la Comisión del CISNS. 

El grupo está formado por representantes de las CC.AA. y de orga-
nismos oficiales como la Delegación Especial del Gobierno contra la 
Violencia sobre la Mujer, el Instituto de la Mujer (MTAS) y la Direc-
ción General de Salud Pública del Ministerio de Sanidad y Consumo 
(MSC). Como apoyo técnico, se ha contado con la Escuela Andaluza 
de Salud Pública y la Sociedad Española de Medicina Familiar y Co-
munitaria (SEMFYC). La coordinación del grupo ha sido realizada por 
el Observatorio de Salud de la Mujer, de la Dirección General de la 
Agencia de Calidad del MSC.

El Grupo de Trabajo continuará desarrollando los aspectos relacio-
nados con la implementación y evaluación del protocolo en el futuro 
próximo.

A modo ilustrativo, presentamos el contenido del Protocolo:
•	 Presentación. 
•	Objetivos y metodología. 
•	Conceptos generales.

1. Definición. 
2. Causas. 
3. El proceso de la violencia. 
4. Consecuencias en la salud. 
5. Importancia del personal de los servicios sanitarios. 
6. Dificultades para identificar la violencia de género. 
7. Recomendaciones para la prevención de la violencia en el 

sistema sanitario. 
•	Actuación en Atención Primaria y Especializada. 

1. Detección y valoración. Algoritmo de actuación. 
2. Indicadores de sospecha. 
3. Identificación. 
4. Valoraciones. 
5. Actuación. 

•	 Plan de atención a la mujer que presenta indicadores de sospe-
cha pero no reconoce sufrir malos tratos. 

•	 Plan de atención a la mujer que reconoce sufrir malos tratos 
pero no se encuentra en peligro extremo. 
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•	 Plan de atención a la mujer que reconoce sufrir malos tratos y se 
encuentra en peligro extremo. 

•	Actuación en urgencias. 
1. Actuación de detección de violencia.
2. Actuación asistencial. 
3. Valoración de la seguridad. 
4. Información y derivación. 
5. Actuación legal. 

•	Actuación ante agresiones sexuales.
•	Guía de recursos. 
•	Aspectos éticos y legales. 
•	Actuación con el maltratador. 
•	 Parte de lesiones e informe médico. 
•	Glosario de términos. 
•	 Bibliografía. 
•	Anexo: protocolos y guías de actuación sanitaria de las CC.AA.

2.11 Convenios de colaboración del ministerio de trabajo y asun-
tos sociales con empresas, para promover la sensibilización so-
bre la violencia de género y la inserción laboral de las víctimas

Uno de los objetivos prioritarios del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales es la utilización de los recursos disponibles y adopción de 
medidas específicas dirigidas a mujeres víctimas de violencia de género. 
Los Convenios de colaboración que el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales viene firmando con distintas empresas se sustentan en la Ley 
1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Géne-
ro, el Catálogo de Medidas Urgentes de 15 de diciembre de 2006, y el 
Acuerdo aprobado por el Consejo de Ministros de 2 de marzo de 2007, 
que contemplan medidas de acción positiva para hacer reales y efectivos 
los derechos de la mujer víctima de violencia de género, la puesta en 
marcha de programas de colaboración con empresas que tengan una 
difusión masiva de sus productos o correspondencia postal con objeto 
de avanzar en la sensibilización del fenómeno de la violencia de género.

Estos Convenios de Colaboración recogen distintos compromisos 
por parte tanto del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales como por 
la de la Empresa firmante, referidos a acciones de sensibilización y ac-
ciones de inserción laboral, quedando redactado del siguiente modo:

Compromisos de las partes:
El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales se compromete a:
- Acciones de sensibilización:
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•	Colaborar con las empresas en el impulso y desarrollo de me-
didas de sensibilización, particularmente en el entorno laboral.

•	 Elaboración de folletos que contengan información general so-
bre el problema de la violencia de género y sobre los derechos 
laborales y sociales de las mujeres víctimas de esta violencia.

•	 Elaboración de una guía sobre la incidencia y consecuencias 
socio-económicas que las situaciones de violencia de género tie-
nen en el ámbito laboral con propuestas de actuación para las 
empresas que puedan culminar, en su caso, en la elaboración de 
un Plan para abordar  la violencia de género.

-  Acciones  de inserción laboral:
•	 Facilitar las posibles participantes en las actividades de inserción 

laboral a través del Programa de Renta Activa de Inserción.
•	Difundir y coordinar la gestión de ofertas de empleo con las 

Comunidades Autónomas a las que se ha transferido la gestión 
de la intermediación laboral.

•	 Prestar asesoramiento en todo lo relativo a la contratación.
•	 Participar en el seguimiento del itinerario de inserción laboral 

de las mujeres contratadas.
•	 Participar en las reuniones de la Comisión Mixta de Seguimiento.

La Empresa se compromete a:
- Acciones de sensibilización:
•	 Poner a disposición del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 

en la medida de sus posibilidades, los medios con que cuenta la 
empresa para las actuaciones de difusión de la información y sen-
sibilización en materia de violencia de género, tanto al público en 
general como al personal contratado (revistas de empresa….etc.).

•	 Impulso de campañas de sensibilización en las que se fijen direc-
trices de actuación que ayuden a la gestión del fenómeno inter-
namente.

•	 La difusión de la guía y la disposición, a través de su Depar-
tamento de Personal, para abordar las situaciones de violencia 
de género con objeto de minimizar el impacto de violencia de 
género en el trabajo.

•	Colaborar en las distintas actuaciones de sensibilización que se 
promuevan por el MTAS.

- Acciones de inserción laboral:
•	 Facilitar, en la medida de sus posibilidades y encajes de perfiles 

profesionales, la inserción laboral de las mujeres víctimas de vio-
lencia de género mediante la oferta de puestos de trabajo, que 
deberán contemplar la flexibilidad de horarios y jornadas, en 
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función de las necesidades y peculiaridades de las situaciones de 
violencia de género que están padeciendo y de acuerdo con las 
modalidades de contratación vigentes en la legislación laboral.

•	 La empresa se compromete a designar un/a asesor/a de empleo 
que atienda las peculiaridades de la mujer víctima de violencia y 
que ayude a su inserción laboral.

•	Ofrecer una formación inicial y, en su caso, continua adecuada 
al puesto de trabajo.

•	Mantener la confidencialidad respecto de las circunstancias per-
sonales de las mujeres que participan en estas actividades de 
inserción.

Hasta el momento, se han firmado convenios con: el Corte Inglés 
S.A., Inditex S.A., Grupo Eulen, grupo VIPS, Cepsa, y Sacyr-Valleher-
moso.

2.12. La intervención con los agresores

Siendo la Violencia de Género un delito sustentado en la domi-
nación masculina, que además acarrea graves daños a las víctimas, no 
parece descabellado que, desde las Administraciones, exista un especial 
interés por intervenir con la violencia no solo a través de las víctimas, 
sino también a través de los agresores, con la intención de reeducar 
psicosocialmente a éstos, permitir su reinserción social habiendo erra-
dicado de su conducta actitudes agresivas. 

Hay una gran división de opiniones sobre la efectividad o no de 
esta medida, sobre todo en lo referido al tratamiento psicosocial,  ya 
que sus detractores/as piensan que una interiorización de valores des-
iguales como la que tienen los agresores impide la actuación, ya que 
la intervención profesional con el agresor supone una deconstrucción 
social y personal que conlleva tiempo, inversión, esfuerzo y principal-
mente, interés por parte del hombre de cambiar de actitud, además de 
que reconozca el daño causado, hecho que parece difícil si el agresor 
ha actuado convencido de tener el poder, de la obligación de sumisión 
de la mujer y posee rígidas estructuras mentales sobre los roles sociales 
masculinos y femeninos.

Según la Ley 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género, art. 35, la pena de prisión para un condenado 
por violencia de género solo podrá ser sustituida por la pena de trabajos 
en beneficio de la comunidad. Adicionalmente, se impondrá la suje-
ción a programas de reeducación y tratamiento psicológico. Además, se 
ha establecido la posibilidad de proporcionar Sistemas de Seguimiento 
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por Medios Telemáticos de las Medidas de Alejamiento en materia de 
Violencia de Género para penados por violencia de género o delitos 
similares, los comúnmente llamados GPS para agresores.

Quedando así recogido en la Ley, que redacta de este modo de nue-
vo el artículo 88 del Código Penal73, nos remitimos entonces al concep-
to y regulación de los Trabajos en Beneficio de la Comunidad (TBC). 
Según el Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo74, en su artículo 2, se 
recogen las definiciones de:

a) 	 “Trabajos en beneficio de la comunidad: la pena privativa de 
derechos, que no podrá imponerse sin el consentimiento del pe-
nado, y que le obliga a prestar su cooperación no retribuida en 
determinadas actividades de utilidad pública, que podrán con-
sistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido 
por el penado, en labores de reparación de los daños causados o 
de apoyo o asistencia a las víctimas.

b) 	Localización permanente: la pena privativa de libertad que obli-
ga al penado a permanecer en su domicilio o en un lugar deter-
minado fijado por el juez en la sentencia.

c) 	 Servicios sociales penitenciarios: las unidades administrativas 
dependientes de la Dirección General de Instituciones Peniten-
ciarias que tienen encomendado el cumplimiento del objetivo 
de acción social que la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiem-
bre, General Penitenciaria, atribuye a la Administración peni-
tenciaria o, en su caso, las correspondientes de las comunidades 
autónomas que hayan recibido los traspasos en materia de eje-
cución de la legislación penitenciaria.

d) 	Establecimientos penitenciarios: aquellos centros de la Adminis-
tración penitenciaria destinados al cumplimiento de las penas y 
de las medidas de seguridad privativas de libertad”.

Este Decreto, además, establece los horarios y duración de los 
TBC, la comunicación y resolución de los mismos, la entrevista y 
selección de trabajo, seguimiento del programa y demás cuestiones 
técnicas.

Para la ejecución de los TBC es necesario que los Ayuntamientos 
oferten plazas con esta finalidad, y se adhieran al Convenio de Colabora-
ción para la Gestión del Cumplimiento de las Penas de Trabajo en Beneficio 
de la Comunidad que, en el año 2005, firmaron la Federación Española 

73 Párrafo 3º, del apartado 1º del artículo 88 del Código Penal.
74 Por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajos 

en beneficio de la comunidad y de localización permanente, de determinadas medidas 
de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de liber-
tad (BOE nº 109, de 7 de mayo de 2005. Pág. 15660).
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de Municipios y Provincias y el Ministerio del Interior. De este modo, 
cada Ayuntamiento interesado en la colaboración propone una serie 
de puestos de trabajo reservados para que sean ocupados por personas 
con penas sustitutivas de la privación de libertad. Actualmente, en la 
provincia de Huelva son 12 los municipios adheridos al Convenio.

Finalmente, como decíamos al principio de este apartado, otra de 
las medidas optadas para con los agresores puede ser el tratamiento 
psicológico. Así, en nuestra Comunidad Autónoma, se ha puesto en 
marcha el Programa de Reeducación de Agresores de Género en Andalucía, 
con equipos multidisciplinares que ya han empezado a trabajar con 
estas terapias y que se encuentran en fase inicial. Este Programa nace 
de la colaboración acordada entre el Ministerio del Interior y la Junta 
de Andalucía75.

Además, en lo referido a la intervención con los agresores, tal y 
como señalábamos al comienzo de este apartado, existe la posibilidad 
de aplicación de un sistema de localización GPS76 para aquellos inter-
nos penados por delitos de esta índole o de cualquier otra de naturale-
za similar, que por su relevancia social exija un mejor seguimiento de la 
conducta del interno durante su período de excarcelación. Este sistema 
se ofrece como especialmente útil al referirse a la obligada atención a la 
víctima por parte de la Administración Penitenciaria en su proceso de 
normalización personal, familiar y social consecuente con el encarcela-
miento o puesta en libertad del penado de referencia.

Asimismo señalar que la Dirección General de Instituciones Peni-
tenciarias tiene acceso al Sistema Integral de Seguimiento de la Vio-
lencia de Género, base de datos creada por el Ministerio del Interior77. 
La Administración Penitenciaria, a través de los/as Directores/as de los 
Centros Penitenciarios o de los Centros de Inserción Social, podrán 

75 Resolución de 23 de enero de 2008, de la Secretaría General Técnica, por la 
que se publica el Convenio sectorial, entre el Ministerio del Interior y la Consejería 
de Justicia y Administración Pública de la Junta de Andalucía, que establece las líneas 
de cooperación para la puesta en marcha del Programa de reeducación de agresores 
de género en la Comunidad Autónoma de Andalucía. BOE nº 31, de 5 de febrero de 
2008. Pág. 6297.

76 En el Catálogo de Medidas Urgentes para la Lucha contra la Violencia de Géne-
ro aprobado por el Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2006, se recogía como 
medida nº 19 “Dispositivos de detección de proximidad del agresor”, señalando úni-
camente que “se pone en marcha un programa específico de seguimiento permanente 
a través de dispositivos electrónicos de los agresores penados por delitos de violencia 
de género”.

77 De la que hablamos en el apartado 2.8 referido a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado.
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acceder a la información relativa a los quebrantamientos de condena, 
medidas de seguridad o medidas cautelares que se produzcan durante 
los permisos penitenciarios o durante la situación de libertad condi-
cional de los internos que se encuentren sujetos a medidas judiciales 
de alejamiento o de prohibición de comunicación con la víctima de 
violencia de género o violencia doméstica, así como los hechos en los 
que puedan estar involucrados los condenados a medidas alternativas 
tales como trabajos en beneficio de la comunidad, medida de seguridad 
privativas o no de libertad, suspensiones de condena, sustituciones de 
condena o localización permanente.

2.13. Programa de teleasistencia móvil para víctimas de 
        violencia de género

El Instituto de Mayores y Servicios Sociales (IMSERSO) y la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias (FEMP) diseñaron, en 
mayo de 2004, un Programa de Teleasistencia Móvil que ofrece a las 
mujeres víctimas de malos tratos un terminal móvil con el que se pue-
den conectar a una central, que funciona las 24 horas del día, y que les 
proporciona tranquilidad y seguridad, pues les da respuesta inmediata 
en casos de emergencia, además de ofrecerles apoyo y asesoramiento. Se 
trata, por tanto, de facilitarles a las mujeres que se acojan a este servicio 
un teléfono móvil que llevarán siempre consigo y que les mantendrán 
conectadas con una central de emergencia.

Este servicio, financiado íntegramente por el IMSERSO, tiene 
como únicos requisitos que la mujer víctima de violencia no conviva 
con su agresor y disponga de una orden de protección o medida de ale-
jamiento. La solicitud de dicha prestación, cuyo trámite es muy sencillo 
y  rápido,  la puede realizar cualquier profesional de los Servicios So-
ciales o Centros Municipales  de Información a la Mujer, y la empresa 
que gestiona este servicio de Teleasistencia Móvil en Andalucía es Eulen 
Servicios Sociosanitarios.

En Huelva, en la actualidad, están adheridos al Programa de Te-
leasistencia la Excma. Diputación Provincial de Huelva, y los Ayunta-
mientos de Huelva, Almonte, Isla Cristina y de Lepe, contando en total 
con 79 usuarias en activo del servicio (a fecha 25 de enero de 2008).

2.14. Servicio de atención telefónica “016”

la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Pro-
tección Integral contra la Violencia de Género reconoce en el artículo 
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18 el derecho de las mujeres víctimas de violencia de género a recibir 
plena información y asesoramiento adecuado a su situación personal, 
a través de los servicios que puedan disponer las Administraciones Pú-
blicas. 

El catálogo de Medidas Urgentes para combatir la violencia de géne-
ro, aprobado por el Consejo de Ministros el 15 de diciembre de 2006, 
contempló la puesta en marcha de un nuevo servicio telefónico de in-
formación y atención a mujeres víctimas de violencia de género, con 
asistencia especializada las 24 horas del día. Mediante Resolución de 19 
de junio de 2007, de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para 
la Sociedad de la Información, se atribuyó el número telefónico de mar-
cación abreviada 016 al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, para 
la prestación del Servicio telefónico de información y de asesoramiento 
jurídico, a las mujeres víctimas de violencia de género, de ámbito es-
tatal y servicio 24 horas, y por Resolución de 9 de julio de 200778, de la 
Secretaría General de Políticas de Igualdad, se fijó como fecha de entrada 
en servicio de este número telefónico, el día 1 de agosto de 2007. 

En la Conferencia Sectorial de la Mujer celebrada el día 23 de julio 
de 2007, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las Comunida-
des Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, acordaron la celebra-
ción de convenios de colaboración como mecanismos para garantizar el 
derecho a la información de las mujeres víctimas de violencia de género 
a través del servicio telefónico de información y asesoramiento de cada 
Comunidad Autónoma. Con ello, el Ministerio se comprometió con 
la Comunidad Autónoma de Andalucía a la derivación automática al 
servicio telefónico 900 200 999 de información a la mujer, dependien-
te del Instituto Andaluz de la Mujer, y a poner en conocimiento de la 
persona usuaria el número al que se deriva la llamada y el Organismo 
al que corresponde, garantizando así la publicidad del servicio autonó-
mico.

78  BOE nº 166, de 12 de julio de 2007. Pág. 30093.
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Radhika Coomaraswamy, Primera Relatora Especial sobre la Violen-
cia contra la Mujer de Naciones Unidas79, ya informaba diciendo que, 

“El éxito de los derechos de la mujer sólo podrá convertirse en 
realidad si los derechos humanos en general se mantienen y protegen. 
La lucha por el derecho de la mujer a no ser víctima de violencia debe 
inscribirse siempre en el marco de la práctica y la protección de los 
derechos humanos (…) Durante el próximo decenio el mayor desafío 
en el campo de los derechos de la mujer será combatir las prácticas 
culturales e ideológicas que violan los derechos de la mujer, sin por 
ello ofender la dignidad de las propias mujeres cuyos derechos esta-
mos defendiendo”.

En esta línea de intención, se enmarca la actual intervención por parte 
del Estado, con la idea nítida de que la violencia de género hay que erra-
dicarla, tal y como recoge la “Guía Práctica para Mujeres Maltratadas”80, 
para lo que es imprescindible dar un enfoque integral y multidisciplinar a 
dicha intervención, barajando las actuaciones desde el proceso de sociali-
zación y de educación, con una apuesta clara de ampliación y refuerzo de 
los derechos de las mujeres y la importancia de la prevención.

Es por ello que el Gobierno de España ha creado una red de equipos 
en cada una de las provincias del país, con gestión a cargo de las Sub-
delegaciones del Gobierno (Ministerio de Administraciones Públicas), 
pues hasta la fecha de creación de estos equipos, denominados Unidades 
contra la Violencia sobre la Mujer, (marzo-abril de 2007), no ha existido 
a nivel provincial ningún organismo de carácter estatal que sirviera de 
detector para comprobar los puntos fuertes y débiles del sistema, y la 
aplicación que de los recursos se realiza.

No parece lógico que se le diese importancia y valor al problema de 
la violencia de género y que no se articulase una red que permitiera al 

79 Consejo Económico y Social de Naciones Unidas (2003).
80  “Defiende tus derechos. Guía práctica para mujeres maltratadas”. Asociación 

de Mujeres Juristas “Themis”. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Secretaría Ge-
neral de Políticas de Igualdad, Instituto de la Mujer.
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Gobierno la detección de anomalías y situaciones en el territorio, más 
allá de los acuerdos de colaboración que pudiesen existir con los gobier-
nos autonómicos o locales, que han sido los actores principales en la 
intervención con la violencia de género, hasta el momento.

I. Referencia normativa. Marco de creación de la unidad
   contra la violencia sobre la mujer

Las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer tienen su origen nor-
mativo en el Catálogo de Medidas Urgentes para la lucha contra la Violencia 
de Género, que el Consejo de Ministros aprobó por unanimidad el 15 
de diciembre de 2006. Este Catálogo recoge veinte medidas, todas ellas 
pensadas para reforzar la Ley 1/2004 de Medidas Integrales contra la 
Violencia de Género.

La Ley 1/2004 resultaba ser una ley compleja, pero esperanzado-
ra, que debía recibir el impulso necesario por parte del Gobierno para 
poder garantizar su aplicación. En la justificación de este Catálogo, se 
recoge que se han puesto en marcha todas las medidas institucionales 
previstas, como la creación y puesta en marcha de la Delegación Espe-
cial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer y el Observatorio 
Estatal de Violencia sobre la Mujer, de los que hablaremos más adelan-
te, además de la creación de Juzgados Exclusivos de Violencia y de las 
Fiscalías Especiales. 

Pero a pesar de ese aumento de recursos, se hacía necesario dar im-
pulsos a la Ley 1/2004. Por ello, el Gobierno aprobó tres paquetes de 
medidas desde la promulgación de la Ley 1/2004. El primero de ellos el 
4 de marzo de 2005, que contenía 54 medidas para promover la igualdad 
entre hombres y mujeres81; el segundo de ellos es el mencionado Catálogo 
de Medidas Urgentes en la Lucha contra la Violencia de Género, apro-
bado por el Consejo de Ministros el 15 de diciembre de 200682; y el 
tercero de los paquetes fue ratificado por el Consejo de Ministros el 22 
de Junio de 2007, y son unas Acciones para dar cumplimiento a las pro-
puestas del Congreso de los Diputados en materia de Violencia de Género. 
Es en el segundo bloque de medidas en el que se recoge expresamente 
la creación de las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer.

81 Consejo de Ministros de 4 de marzo de 2005, Orden Presidencial 525/2005 de 
7 de marzo, BOE nº 57, del 8 de marzo de 2005. Pág. 8111.

82 En la misma fecha, el Consejo de Ministros también aprobó el Plan Nacional de 
Prevención y Sensibilización de la Violencia de Género 2007-2009.
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El principal objetivo propuesto para la aprobación del Catálogo de 
Medidas Urgentes, de diciembre de 2006, era garantizar la protección y 
seguridad de las víctimas, apoyarlas para que denuncien, reforzando los 
mecanismos de protección y coordinación. De este modo, el Catálogo 
se divide en cuatro grandes grupos de medidas:

•	Medidas de protección y seguridad de las víctimas: incremento 
de efectivos de las FFCCSE, puesta en marcha del protocolo 
común de Valoración de Riesgo, establecimiento de una nueva 
aplicación informática para el seguimiento de los casos de vio-
lencia, creación de  Unidades de Violencia contra la Mujer en 
las Subdelegaciones del Gobierno, Protocolo de coordinación 
entre la Administración General del Estado, la Autonómica y la 
Local y teleasistencia móvil.

•	Medidas judiciales: creación de nuevos juzgados exclusivos, de 
Fiscalías Especiales, de nuevas Unidades de Valoración Integral, 
especialización de los Juzgados Penales, garantías del turno de 
oficio y modificaciones legislativas.

•	Medidas de prevención, sensibilización y atención: teléfono 
único de información 24 horas, protocolo común para la actua-
ción sanitaria ante la violencia de género en el Sistema Nacional 
de Salud y planes concertados con empresas.

•	Medidas de inhibición hacia los maltratadores: diseño y apli-
cación de un modelo específico de intervención dirigido a las 
personas condenadas por delitos relacionados con la violencia 
de género en los casos de sustitución o suspensión de la pena, 
implantación nacional de los programas de rehabilitación a 
maltratadores en régimen abierto, extensión de los programas 
de rehabilitación de maltratadores en régimen cerrado, disposi-
tivos de detección de proximidad del agresor y función pública.

La medida número “4” de este Catálogo era, por tanto, la creación 
de las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer en las Subdelegacio-
nes del Gobierno, pero únicamente recogía que se crearían estas Uni-
dades “con el fin de coordinar toda la información y recursos existentes 
destinados a proteger a las mujeres en situación de riesgo, y posibilitar 
un seguimiento individualizado”.

Posteriormente, se le dio forma a esta Unidad mediante la Instruc-
ción Conjunta de los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales, Interior y 
Administraciones Públicas, para el seguimiento y coordinación de las ac-
tuaciones de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno en materia de 
Violencia de Género. Esta Instrucción Conjunta define la organización 
y funcionamiento de las Unidades, sus funciones, el acceso a la infor-
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mación en materia de violencia de género por parte de las Unidades, las 
funciones de las Unidades de Coordinación, y la protección de datos. 
Asimismo, establece diferentes modelos de fichas, como la que se debe 
cumplimentar en los supuestos de violencia de género con resultado de 
muerte, y el modelo de informe trimestral sobre el seguimiento de la 
violencia y la respuesta institucional.

En Andalucía, por tanto, existen ocho Unidades Provinciales contra 
la Violencia sobre la Mujer, dependientes de las Subdelegaciones del 
Gobierno, además de una Unidad de Coordinación dependiente de 
la Delegación del Gobierno en Andalucía, con ubicación en Sevilla. 
La Unidad contra la Violencia de Huelva se sitúa en las dependencias 
de la Subdelegación del Gobierno, avenida Martín Alonso Pinzón, 3. 
Teléfono 959 75 92 16.

2. Funcionamiento de la unidad contra la violencia 
sobre la mujer

La anteriormente mencionada Instrucción Conjunta de los Minis-
terios de Trabajo y Asuntos Sociales, de Interior y de Administraciones 
Públicas, en adelante Instrucción Conjunta, es la que viene a definir las 
funciones de las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer, además 
de establecer los modelos de informes que estas Unidades están obliga-
das a redactar, según se explica a continuación.

Creemos que, antes de adentrarnos en las funciones de las Unida-
des contra la Violencia sobre la Mujer, en adelante Unidades, debemos 
situar al lector o lectora en el marco de relaciones institucionales, pues 
en la redacción de las funciones de las Unidades se nombra de forma 
reiterada un organismo, como es la Delegación Especial del Gobierno 
contra la Violencia sobre la Mujer, a partir de ahora Delegación Espe-
cial, cuya dependencia orgánica es del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales, así como el Observatorio Estatal contra la Violencia sobre 
la Mujer, dependiente de la Delegación Especial, y el Plan Nacional 
de Sensibilización y Prevención. Todas estas respuestas institucionales 
están estrechamente relacionadas con las Unidades Provinciales, tal y 
como desarrollaremos en los puntos siguientes.
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2.1. La delegación especial del gobierno contra la violencia sobre 
la mujer, el plan nacional de sensibilización y prevención y el 
observatorio estatal contra la violencia sobre la mujer

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, establece medidas de 
protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia ejercida sobre las mujeres y prestar asistencia a las víctimas. 
En el título III, concerniente a la Tutela Institucional, en el artículo 29, 
se procede a la creación de la Delegación Especial del Gobierno contra 
la Violencia sobre la Mujer, adscrita al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, a la que corresponderá proponer la política del Gobierno en 
relación con la violencia de género y coordinar e impulsar todas las 
actuaciones que se realicen en dicha materia. El apartado 3 del citado 
artículo 29 dispone que, reglamentariamente, se determinará el rango y 
las funciones concretas de la Delegación Especial del Gobierno contra 
la Violencia sobre la Mujer. Por su parte, la disposición final cuarta. 1 
de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, habilita al Gobierno 
para que dicte, en el plazo de seis meses a partir de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado», las disposiciones necesarias para su 
aplicación.

Por todo ello, procede la aprobación de un Real Decreto que esta-
blezca el rango y las funciones de la Delegación Especial, que se realiza 
el 4 de marzo de 2005, mediante el Real Decreto 237/200583. La De-
legación Especial tiene rango de Dirección General y depende de la 
Secretaría General de Políticas de Igualdad, del Ministerio de Trabajo 
y AA.SS.

El artículo 2 del RD 237/2005 establece las funciones de la Delega-
ción Especial84, que son:

“Artículo 2. Funciones.
Para el cumplimiento de los fines encomendados en la Ley Orgá-

nica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral 
contra la violencia de género, la Delegación Especial del Gobierno 
contra la Violencia sobre la Mujer desarrollará, en el ámbito de las 
competencias estatales en esta materia, las siguientes funciones:

83 Real Decreto 237/2005 de 4 de marzo, por el que se establecen el rango y las 
funciones de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, 
prevista en la Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género. BOE nº 57, de 8 de marzo de 2005. Pág. 8114.

84 Web: http://www.msps.es/organizacion/ministerio/organizacion/SEssi/dgvgF.
htm
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a) 	 El diseño, elaboración y seguimiento de los planes de acción 
contra las diversas formas de violencia de género que, desde la 
Administración General del Estado, se realicen con la finalidad 
de planificar de forma eficiente y eficaz cuantas medidas y actua-
ciones se pongan en marcha en este ámbito.

b) 	 Impulsar y desarrollar las medidas de sensibilización ciudadana, 
a través de la elaboración y puesta en marcha de un plan nacio-
nal de sensibilización y prevención de la violencia de género, de 
conformidad con las prescripciones contenidas en el artículo 3. 
1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas 
de protección integral contra la violencia de género, además del 
impulso de campañas de información y sensibilización especí-
ficas para prevenir la violencia de género. Estas campañas de 
información y sensibilización se realizarán de manera que se ga-
rantice el acceso a estas de todas aquellas personas con especiales 
dificultades de integración y, particularmente, de las personas 
con discapacidad.

c) 	 Favorecer la aplicación del principio de transversalidad de las 
medidas destinadas a luchar contra las distintas formas de vio-
lencia y discriminación de género, de manera que, en su aplica-
ción, se tenga en cuenta las necesidades y demandas específicas 
de todas las mujeres víctimas de esta violencia.

d) 	Fomentar la formación y especialización de los colectivos profe-
sionales que intervienen en el proceso de información, atención 
y protección a las víctimas para que adquieran las capacidades 
necesarias para la detección, asistencia y recuperación integral de 
las víctimas de la violencia de género.

e) 	 Desarrollar las labores de asesoramiento, de coordinación y de 
colaboración institucional, en el seno de la Administración Ge-
neral del Estado, en materia de violencia de género.

f ) 	 Colaborar con las Administraciones Públicas Educativas en la 
implantación de los valores y objetivos que se contienen en la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de pro-
tección integral contra la violencia de género.

g) 	 Elaborar planes de colaboración y sus respectivos protocolos de 
actuación que garanticen la ordenación de las actuaciones y pro-
cedimientos de prevención, asistencia y persecución de los actos 
de violencia de género, que deberán implicar especialmente a 
las Administraciones Sanitarias, la Administración de Justicia, 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, los servicios sociales y los 
organismos de igualdad, de conformidad con el artículo 32 de 
la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de 
protección integral contra la violencia de género.

h) 	Colaborar con las comunidades autónomas y con las entidades 
locales para elaborar un diagnóstico conjunto y real sobre el im-
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pacto de la violencia de género en las respectivas comunidades 
autónomas, así como una valoración de necesidades, recursos y 
servicios necesarios para desarrollar una asistencia social integral 
a las víctimas de la violencia de género.

i) 	 Promover la colaboración y participación de las entidades, aso-
ciaciones y organizaciones que, desde la sociedad civil, actúan 
contra la violencia de género a la hora de programar y poner 
en práctica mecanismos y actuaciones tendentes a erradicar este 
fenómeno.

j) 	 Participar en actividades relacionadas con el ámbito internacio-
nal, tanto en grupos de trabajo como en la elaboración de los in-
formes requeridos por las diversas organizaciones internacionales, 
o los derivados de la pertenencia de España en estas, sin perjuicio 
de las competencias de la Secretaría General Técnica del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales.

k) 	 Asegurar que el Instituto Nacional de Estadística y las entidades 
implicadas en la aplicación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, produzcan y difundan estadísticas adecuadas para el 
conocimiento del fenómeno de la violencia de género, así como 
para el seguimiento de la evolución de las víctimas y de la aplica-
ción de dicha ley.

l) 	 Ejercer las funciones que le pudieran corresponder en relación 
con la comisión de control a que se refiere el artículo 3.

m) Realizar cuantas actividades, en materia de violencia de género, 
le sean encomendadas por la Secretaría General de Políticas de 
Igualdad”.

Como se puede observar, todas las funciones designadas para la De-
legación Especial, tienen una especial repercusión en las Unidades Pro-
vinciales, que como dijimos al comienzo de esta parte del estudio, son 
equipos que sirven para detectar en el territorio la situación de la vio-
lencia de género, para trasladarlo así al Gobierno de España. Se podría 
decir, por tanto que, aún con organigramas diferentes y dependencia 
ministerial distinta, la Delegación Especial del Gobierno marca las di-
rectrices del trabajo de las Unidades, que además habrán de mantener 
informada a la Delegación Especial de cuantas cuestiones sea pertinente. 

Además, la Delegación Especial tuvo como uno de sus primeros co-
metidos, contenido en las funciones anteriores, la elaboración y puesta 
en marcha de un Plan Nacional de Sensibilización y Prevención, que 
ya se recogía en la Ley 1/2004, y cuyo contenido, de aplicación para 
el bienio 2007-2009, tiene clara referencia a la función de las Unida-
des contra la Violencia85. Dicho Plan implica a distintos actores, desde 

85 El Plan Nacional de Sensibilización y Prevención fue aprobado, junto al Catálo-
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la Administración Central, la de Justicia o Entidades Locales y Auto-
nómicas, estructurándose en siete Ejes Temáticos: Justicia, Seguridad, 
Servicios Sociales, Información, Educación y Comunicación; recogien-
do también los siguientes Ejes Transversales: Investigación y Estudio, 
Formación y Especialización de Profesionales, Movilización de Actores, 
Coordinación, y Seguimiento y Evaluación.

Y para cerrar este apartado, debemos hacer una referencia al Obser-
vatorio Estatal contra la Violencia sobre la Mujer86. La Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, en el Título III, relativo a la Tutela Insti-
tucional, en el artículo 30.1, crea el Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer, como órgano colegiado adscrito al Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evalua-
ción, colaboración institucional, elaboración de informes y estudios, 
y propuestas de actuación en materia de violencia de género. A dicho 
Observatorio se le dio forma mediante el Real Decreto 253/2006 de 3 de 
marzo87, definiéndolo como un órgano colegiado interministerial ads-
crito a la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre 
la Mujer.

Las funciones del Observatorio Estatal se encuentran recogidas en el 
artículo 3 del mencionado Real Decreto 253/2007:

“Artículo 3. Funciones.
1. Para el cumplimiento de los fines encomendados en la Ley Orgáni-

ca 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, y en atención al mandato legal 
de colaboración con la Delegación Especial del Gobierno contra 
la Violencia sobre la Mujer, el Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer tendrá las siguientes funciones:
a) 	Colaborar institucionalmente en materia de violencia de géne-

ro, así como promover la colaboración entre el resto de institu-
ciones implicadas.

b) 	Actuar como órgano de recogida, análisis y difusión de infor-
mación periódica, homogénea y sistemática relativa a la vio-

go de Medidas Urgentes para la Lucha contra la Violencia de Género, por el Consejo de 
Ministros de 15 de Diciembre de 2006, además de que fue prevista su elaboración en la 
Ley 1/2004, Título I, “Medidas de Sensibilización, Prevención y Detección”, artículo 
3 “Planes de Sensibilización”. BOE nº 313, de 29 de diciembre de 2004. Pág. 42169.

86 Web:http://www.inmujer.es/ss/Satellite?cid=1193047406913&pagename=Mi
nisterioIgualdad%2FPage%2FMIGU_contenidoFinal

87 Real Decreto 253/2006, de 3 de marzo, por el que se establecen las funciones, 
el régimen de funcionamiento y la composición del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer, y se modifica el Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 
BOE nº 62, de 14 de marzo de 2006. Pág. 10166.
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lencia de género, procedente de las Administraciones Públicas, 
de otros órganos del Estado con competencias en esta materia 
y de entidades privadas. A tal efecto, se creará una base de da-
tos de referencia y se normalizará un sistema de indicadores 
mediante el establecimiento de criterios de coordinación para 
homogeneizar la recogida y difusión de datos.

c) Formular recomendaciones y propuestas tendentes a mejorar 
los indicadores y sistemas de información relacionados con la 
violencia de género.

d) Recabar información sobre medidas y actuaciones puestas 
en marcha por las Administraciones Públicas, así como por 
entidades privadas, para prevenir, detectar y erradicar la vio-
lencia de género.

e) Evaluar el impacto de las políticas y medidas que se desa-
rrollen con el fin de erradicar la violencia de género y paliar 
sus efectos.

f ) Elaborar informes y estudios sobre la violencia de género, 
con el fin de conseguir un diagnóstico lo más preciso posi-
ble sobre este fenómeno social.

g) Asesorar a las Administraciones Públicas y demás institu-
ciones implicadas, en materia de violencia de género, así 
como constituir un foro de intercambio y comunicación 
entre organismos públicos y la sociedad.

h) Realizar propuestas de actuación, en distintos ámbitos, ten-
dentes a prevenir, sancionar y erradicar la violencia de gé-
nero y a mejorar la situación de las mujeres víctimas de la 
misma, así como el seguimiento de estas propuestas.

i) Participar y mantener relaciones con instituciones inter-
nacionales similares, sin perjuicio de las competencias de 
la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales.

j) 	Elaborar, difundir y remitir al Gobierno y a las comunida-
des autónomas, anualmente, un informe sobre la evolución 
de la violencia ejercida sobre las mujeres, con determina-
ción de los tipos penales que se hayan aplicado y de la efec-
tividad de las medidas acordadas: preventivas, educativas, 
jurídicas, sociales, asistenciales y de atención posterior a las 
víctimas. El informe destacará, también, las posibles nece-
sidades de reformas normativas, con objeto de garantizar 
que la aplicación de las medidas de protección adoptadas 
puedan asegurar el máximo nivel de tutela para las mujeres 
víctimas de esta violencia.

k) 	Realizar cuantas actuaciones le sean encomendadas para el 
mejor cumplimiento de sus fines”.
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2.2. Funciones de las unidades contra la violencia sobre la mujer

La Instrucción Conjunta establece en su apartado segundo las 
funciones de las Unidades contra la Violencia sobre la Mujer, diferen-
ciándolas en cinco bloques:

1. 	De apoyo a la protección integral de las víctimas de violencia de 
género:
a. Identificar las necesidades de recursos destinados a la 

protección integral de las víctimas.
b. Identificar perfiles de mayor vulnerabilidad a partir de 

un análisis agregado de los resultados de la valoración 
del riesgo, en el que se tendrán en cuenta las caracterís-
ticas de la víctima, el agresor, el entorno o cualesquiera 
otras circunstancias.

En ambos casos, la Subdelegación del Gobierno dará traslado de las 
necesidades y perfiles de mayor vulnerabilidad detectados a la Delega-
ción Especial del Gobierno, a los efectos que proceda.

2. De seguimiento de situaciones de violencia de género:
a. 	Realizar el seguimiento individualizado de los casos de 

violencia de género que se produzcan en la provincia y, 
especialmente, de los siguientes:
i. 	 Los calificados de mayor riesgo.
ii. 	Aquellos en los que se produzca una reanudación de 

la convivencia, o se deje sin efecto a solicitud de la 
víctima la medida cautelar de protección en su día 
acordada.

iii. 	Aquellos en que la mujer se encuentra en situación 
de especial vulnerabilidad.

iv. 	Los que les sean comunicados por la Delegación Es-
pecial.

El seguimiento de la situación incluirá, además de la in-
formación relativa a las medidas de protección judicial y po-
licial, el conjunto de medidas administrativas adoptadas para 
la atención y ayuda a las mismas.

El objetivo es tener constancia permanente de la situación 
en la que se encuentran las mujeres y de los recursos puestos a 
su disposición para su atención.

Estas situaciones se abordarán en el marco de las reuniones 
de coordinación que pudieran establecerse de conformidad 
con los protocolos interadministrativos.
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En todos los casos, el seguimiento se realizará con con-
sentimiento de la víctima, o en su defecto, con respeto a la 
intimidad y dignidad de las personas afectadas.

b. Realizar un análisis de muertes por violencia de género. 
Cada vez que se produzca la muerte de una mujer como con-
secuencia de la violencia de género, la Unidad de Violencia 
lo comunicará inmediatamente a la Delegación Especial del 
Gobierno, por el medio más rápido, y de conformidad con el 
modelo establecido, completando a medida que se conozcan 
más datos.

En todos los supuestos, y para su análisis, las Unidades 
de Violencia elaborarán un informe de seguimiento en el 
que constará, en su caso, la valoración de riesgo efectuada, 
las medidas de protección y administrativas adoptadas y el 
funcionamiento de dispositivos electrónicos de protección. 
El resultado del análisis será remitido por la Delegación del 
Gobierno, a través de la Unidad de Coordinación de la Co-
munidad Autónoma,  a la Delegación Especial.

Este informe será objeto de tratamiento, en su caso, en 
una reunión de coordinación convocada con carácter urgente 
de conformidad con lo que establezcan los protocolos inte-
radministrativos.

3. 	Del Informe Trimestral de seguimiento de la violencia de géne-
ro y la respuesta institucional:
Las Unidades tuvieron que elaborar, a los tres meses de su 

puesta en funcionamiento, y conforme a un modelo estable-
cido, un informe en el que se recogían:

a. 	Datos estadísticos desagregados del territorio.
b. 	Datos sobre todos los recursos disponibles en el ámbito 

territorial.
c. 	Actuaciones realizadas por la Subdelegación del Go-

bierno.
d. 	Propuestas de actuación.
e. 	Otras cuestiones propuestas por la Delegación Especial.
Este Informe se va actualizando trimestralmente.

4. 	Protocolos: para la realización de las funciones 1 y 2, las Unida-
des seguirán lo establecido en los protocolos suscritos entre la 
Administración General del Estado y otras entidades, institu-
ciones y Administraciones Públicas.

5. 	Situaciones anteriores: para el seguimiento individualizado de 
las situaciones de violencia de género existentes con anteriori-
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dad a la puesta en funcionamiento, las Unidades de Violencia 
recabarán de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado in-
formación sobre medidas de protección de los casos calificados 
de mayor riesgo. Asimismo, procurarán obtener de las Adminis-
traciones competentes información sobre las medidas adminis-
trativas adoptadas para la atención y ayuda a dichas víctimas.

Para el desarrollo de sus funciones, las Unidades de Violencia obtie-
nen la información del Sistema de Seguimiento Integral de la Violencia 
de Género88. Recordemos que este Sistema de Seguimiento es una base 
de datos que se nutre de toda la información que en ella vuelcan las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el momento de presenta-
ción de una denuncia por violencia de género, además de los datos que 
puedan introducir las propias Unidades. Este Sistema persigue mejorar 
la eficacia en la protección a las víctimas de violencia de género, facili-
tando el seguimiento de las circunstancias de riesgo que concurren en 
ellas, para que puedan adoptarse las medidas de protección adecuadas 
y prevenir el riesgo de nuevas agresiones. Permite conocer cada caso, 
la valoración que del riesgo hacen Policía Nacional o Guardia Civil, y 
otros elementos determinantes. Además, como ya dijimos89, las Admi-
nistraciones Penitenciarias competentes, a través de los/as Directores/
as de los Centros Penitenciarios o de los Centros de Inserción Social, 
han sido autorizadas (25 de enero de 2008)90 para el acceso a este Sis-
tema, siendo imprescindible la aportación que esta institución realice 
referente al agresor. 

Toda esta información está al alcance de las Unidades a través de esta 
base de datos91. Es además una de las tareas de las Unidades comprobar 
el funcionamiento de la misma, e informar de sugerencias, problemas 
o indicaciones al Ministerio del Interior, concretamente al Gabinete de 
Estudios de Seguridad Interior (GESI).

Finalmente, otra de las herramientas a las que tienen acceso las 
Unidades de Violencia para la obtención de información es el Registro 

88 Del que hablamos en el apartado 2.8. de la primera parte de este libro, referido 
a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

89 En el mencionado apartado 2.8, y en el apartado 2.12 referido al tratamiento 
con los agresores.

90 Orden INT/68/2008, de 23 de enero, por la que se modifica la Orden 
INT/1911/2007, de 26 de junio, por la que se crea el fichero de carácter personal 
“Violencia Doméstica y de Género”. BOE nº 22, de 25 de enero de 2008. Pág. 4941.

91Orden INT/1911/2007, de 26 de junio, por la que se crea el fichero de datos de 
carácter personal «Violencia doméstica y de género», en el Ministerio del Interior. BOE 
nº 155, de 29 de junio de 2007. Pág. 28260.
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Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica y 
de Género. Este Registro permite conocer la situación en el procedi-
miento judicial de cualquier víctima de violencia de género, sus datos, 
domicilio, datos del agresor, fecha de incoación, si el procedimiento 
está en instrucción o sentenciado, si la víctima solicitó una orden de 
protección, si la tiene concedida o denegada, las medidas de alejamien-
to adoptadas, datos de la sentencia si ya la hubiere, etc. El acceso a 
este Sistema fue autorizado para las Unidades mediante Real Decreto 
660/200792,  que en su artículo 8, apartado e) establece que:

“Las delegaciones y subdelegaciones del Gobierno podrán ac-
ceder a la información necesaria para garantizar el efectivo cumpli-
miento de las medidas de protección, provisionales o definitivas, 
adoptadas por los órganos jurisdiccionales. En el caso de las delega-
ciones del Gobierno, el acceso se llevará a cabo por el responsable 
de la Unidad de coordinación contra la violencia sobre la mujer o 
las personas que éste designe; en el caso de las subdelegaciones del 
Gobierno el acceso se llevará a cabo por el responsable de la Unidad 
de violencia sobre la mujer o las personas designadas por éste”.

3. Dificultades de desarrollo de las unidades contra la 
violencia sobre la mujer. Objetivos de futuro. 

	 Aportaciones para otros recursos
3.1. Dificultades de desarrollo

La principal dificultad con la que se encuentran las Unidades contra 
la Violencia en el momento actual es la dotación de los equipos. En 
todas ellas existe una sola persona que realiza las funciones de Jefatura 
de dicha Unidad, además de la labor técnica que requiere el puesto y, 
en no todas, solo se cuenta con apoyo administrativo. En el momento 
de creación de estos grupos de trabajo se apostó por cubrir los puestos 
de forma provisional de este modo, pero con la intención de ampliar 
personal, recursos y dotación general. Nos encontramos, por tanto, 
con unas Unidades que tienen circunscrito todo el territorio provincial, 
cubierto únicamente por una persona, lo que provoca sobrecarga de 
trabajo, imposibilidad de responder a todas las expectativas y falta de 
cumplimiento de la totalidad de los objetivos.

92 De 25 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 355/2004, de 5 de 
marzo, por el que se regula el Registro central para la protección de las víctimas de la 
violencia doméstica, en relación con el acceso a la información contenida en el Registro 
central. BOE nº 133, de 4 de junio de 2007. Pág. 24227.
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Ya son, al cierre de este documento, diez los meses de funcionamien-
to de la Unidad de Huelva, y los resultados los podemos valorar como 
muy productivos, pero no es menos cierto que debemos planificar la 
actuación futura de la Unidad, para evitar que se convierta en un mero 
instrumento burocrático y cumpla la principal función para la que fue 
creada, que es realizar un seguimiento en las provincias de la violencia de 
género, desde las víctimas, hasta los recursos y los perfiles de cada caso.

En la primera etapa de arranque de la Unidad el objetivo principal 
ha sido dar a conocer al resto de instituciones dicha Unidad. La visuali-
zación de este recurso por parte de los demás era el principal objetivo en 
los cinco primeros meses, pues difícilmente se podía incluir la Unidad 
en el circuito de atención si no se reconocía como parte del mismo. 
Este objetivo se ha cubierto mediante las entrevistas realizadas a todos 
los servicios, además de que la Unidad ha sido incluida en todas las 
reuniones institucionales, como Juntas Locales de Seguridad de la pro-
vincia, Comisiones Locales de Seguimiento de la Violencia, Comisión 
Técnica Provincial, etc. Además, la Jefa de la Unidad ha sido convocada 
en estos diez meses para impartir distintas ponencias sobre Violencia 
de Género y funcionamiento de la Unidad en foros como: formación 
universitaria, institutos de secundaria, actividades realizadas por Ayun-
tamientos y Diputación Provincial, formación a la Guardia Civil, actos 
con asociaciones de mujeres, etc.

Otra de las dificultades con las que se encuentra la Unidad es que 
su ubicación en las Subdelegaciones del Gobierno, debería facilitar las 
relaciones con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, quie-
nes tienen en la figura del Subdelegado del Gobierno a su máxima au-
toridad en la provincia. Pero no olvidemos que las FFCCSE tienen 
dependencia del Ministerio de Interior, siendo por tanto distintas las 
directrices de uno u otro Ministerio. Se detecta que en la creación de las 
Unidades ha faltado una mayor coordinación a nivel superior para in-
formar de la creación de las mismas, así como de las expectativas depo-
sitadas en estos equipos. Nos hemos encontrado con que la Instrucción 
Conjunta de los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales, Interior y 
Administraciones Públicas es más una declaración de intenciones que 
un documento que comprometa a la ejecución de determinadas medi-
das. Así la Unidad se ha encontrado en ocasiones con falta de informa-
ción por parte de las FFCCSE o con una nula existencia de directrices 
por parte de la Delegación Especial del Gobierno. 

Falta, por ejemplo, por definir puntualmente la función más impor-
tante de la Unidad, que es la del seguimiento individualizado de los casos 
más graves, como qué entendemos por caso grave, quién debe facilitar 



María del Carmen Serrano Aguilar

99

esta información, qué seguimiento y durante cuánto tiempo se debe efec-
tuar,  qué modelo de ficha de seguimiento se ha de seguir y otras muchas 
cuestiones. En el caso de Huelva, por ejemplo, se están realizando los 
seguimientos de aquellos casos que la Jefa de la Unidad valora como muy 
graves, ya le sean derivados por las FFCCSE, por el SAVA, por el Centro 
de la Mujer, por los Centros Municipales de Información a la Mujer, por 
la empresa gestora de teleasistencia, Eulen, o por otros. Pero no se sigue 
igual línea en el resto de Unidades. Del mismo modo, decir que faltan 
directrices por parte de la Unidad de Coordinación Regional.

Probablemente, y sería un elemento clave de evaluación, lo que haya 
fallado sea precisamente la mezcla de diferentes Ministerios y la depen-
dencia orgánica tan diversa de aquellos equipos que deben de tener más 
relación con las Unidades, como FFCCSE (dependientes del Ministe-
rio de Interior), Delegación Especial del Gobierno (del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales), Instituto Andaluz de la Mujer (Consejería 
para la Igualdad y Bienestar Social), etc.

El Sistema de Seguimiento de la Violencia de Género, la base de da-
tos común creada por el Ministerio de Interior, aún no está al cien por 
cien de su funcionamiento, pues se están siguiendo diferentes fases, que 
han obligado a volcar los datos por parte de las FFCCSE, por lo que la 
consulta de los mismos actualmente no es en todos los casos efectiva, 
aunque este problema se está solucionando a gran rapidez. Se echa de 
menos, por ejemplo, que hubiera una comunicación inmediata a todas 
las Unidades de los avances que se van produciendo en el Sistema, de 
los que se tiene conocimiento actualmente cuando la Unidad accede al 
mismo y lo consulta. Máxime si tenemos en cuenta la trascendencia de 
las aportaciones que las Unidades puedan efectuar para dicha mejora de 
este Sistema, que ya se recoge en la Orden del Ministerio del Interior 
por la que se crea esta base de datos que las Unidades, como jefaturas 
de los Cuerpos de Seguridad del Estado en su ámbito territorial, se 
constituyen como un elemento importante en la protección. 

Continuando con el Sistema de Seguimiento Integral, entendemos 
que cuando se habla de una herramienta informática de la magnitud 
de ésta, es necesario un período de al menos dos años para que ofrezca 
una respuesta global. Aún así, lo valoramos como un instrumento de 
gran validez y novedad. La única dificultad que añadiríamos, que no es 
poca, es relativa a las Valoraciones Policiales de Riesgo, las que efectúan 
las FFCCSE de cada caso de Violencia de Género, pues hay veces en las 
que la valoración cambia de grado según sea realizada por uno u otro 
agente; en otras ocasiones, las mujeres son atendidas por efectivos que 
no pertenecen a los grupos especializados, que son los que después, sin 
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la presencia de la mujer, y basándose en el atestado recogido, efectúan 
la valoración de riesgo. Además, para actualizar el Sistema de Segui-
miento, se dio la orden a las FFCCSE que debían registrar todas las 
valoraciones de riesgo de todos los casos que contaran con una orden de 
protección vigente, con lo que los efectivos dedicaron muchas horas a 
introducir datos de expedientes de muchos meses atrás, sin la presencia 
de la víctima. Esto supuso una sobrecarga de trabajo, en detrimento de 
la protección de las mujeres.

Asimismo como otra de las dificultades de las Unidades, decir que 
en septiembre de 2007 la Delegación Especial del Gobierno ya propu-
so la edición de cursos monográficos de formación para profesionales 
de las Unidades, sin que hasta el momento se haya realizado ninguno. 
Tengamos en cuenta que los perfiles laborales del personal técnico es 
muy diverso, y que cada Jefatura de Unidad está ocupada por personas 
que tienen diferente currículo, muchas de ellas sin especialización en 
género o violencia contra las mujeres, por lo que la formación es un 
elemento clave para estas Unidades.

3.2. Objetivos de futuro

Por tanto, las Unidades contra la Violencia deben diseñar unos ob-
jetivos de futuro que permitan definir sustancialmente las funciones 
y tareas a realizar por dichos equipos de trabajo. Tengamos en cuenta 
que la descripción de funciones está únicamente establecida en la Ins-
trucción conjunta de los tres Ministerios, que ha quedado inacabada, 
al no desarrollarse normativamente la misma. Al menos, se debería ar-
ticular esta Instrucción mediante un Procedimiento de Coordinación 
Interinstitucional, que definiera los ejes de intervención, y las respon-
sabilidades de cada uno de los agentes implicados. Asimismo, señalar 
que en el momento de diseño de estas funciones las Unidades aún no 
se habían creado, por lo que en el momento actual existen una serie de 
funciones y tareas que deberían ser añadidas al Catálogo establecido en 
la Instrucción Conjunta, además de que algunas de las funciones que 
sí se recogen tendrían que ser mejor definidas, y por tanto rediseñadas 
(como por ejemplo en lo relativo a los seguimientos individualizados). 
Otro de los objetivos de futuro debería ser el refuerzo dotacional, tanto 
en medios materiales como humanos, de las Unidades.

Las Unidades deben ser visualizadas como la representación guber-
namental en el territorio provincial,  por lo que se les debe dar el im-
pulso que merecen y el respaldo que necesitan, con instrucciones de 
trabajo que partan de arriba hacia abajo, es decir, desde los Ministerios 
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hacia las Subdelegaciones del Gobierno, como protocolos de coordina-
ción con FFCCSE, con Organismos dependientes de las Comunidades 
Autónomas, etc.

Además, las Unidades deben servir como equipos con formación 
específica que nutran al resto de entidades y servicios de información, 
mediante documentación, circuitos de información, circulares inter-
nas, etc., además de servir como personal que ofrezca formación espe-
cífica a otros colectivos profesionales.

3.3. Aportaciones para otros recursos

Respecto al apoyo que pueda suponer la puesta en marcha de las 
Unidades para otros servicios, decir que, precisamente por el carácter 
general de estas Unidades, con dependencia de la Administración del 
Estado, este recurso ha venido a reforzar el soporte a otros organismos 
y sobre todo ha servido para impulsar programas estatales que ya esta-
ban en funcionamiento en las provincias. A continuación, exponemos 
de forma esquemática aquellos puntos en los que la intervención de 
las Unidades puede provocar un cambio sustancial y una mejora en la 
respuesta de la violencia de género.

A modo general, la Unidad puede detectar y trasladar al Gobier-
no aquellas incidencias, sugerencias, mejoras o propuestas que puedan 
afectar al tratamiento de la violencia hacia las mujeres. A modo particu-
lar, la Unidad tiene un especial valor en temas como: La coordinación 
con el Instituto Andaluz de la Mujer, con la Delegación Provincial, para 
el traspaso mutuo de información sobre casos concretos, como saber si 
una determinada mujer denunció anteriormente, si fue atendida por 
alguno de los centros de información a la mujer, si contaba con una or-
den de protección, etc. Esta relación es especialmente valiosa para la de-
rivación de casos que, por uno u otro servicio, se tenga conocimiento, 
así como para el abordaje de los mismos. Estas líneas de coordinación 
interinstitucional ya han quedado establecidas.

Además de la coordinación con el Instituto Andaluz de la Mujer, y 
en la misma línea, es importante la que se establezca con otros servicios, 
como el SAVA, el Instituto de Medicina Legal, la Fiscalía de Violencia, 
FFCCSE, y otros. Cada uno de los recursos no debe de trabajar como si 
estuviera en un departamento “estanco”, sino obteniendo y facilitando 
información al resto, además de servir de apoyo en aquellos aspectos en 
los que los demás servicios no tienen competencia. A modo de ejemplo, 
con el SAVA se han establecido unos cauces de comunicación, de manera 
que en algunos casos la Unidad ha ofrecido refuerzo policial a mujeres 
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que acudían al Punto de Encuentro Familiar, además de asistencia para la 
localización de las Víctimas en caso de permisos penitenciarios del agresor.

Respecto a Instituciones Penitenciarias (II.PP.), del mismo modo 
la Unidad puede (y de hecho así lo ha realizado) ofrecer un apoyo de 
gran valor. Además si tenemos en cuenta que IIPP ya tiene acceso a la 
base de datos de las FFCCSE, el Sistema de Seguimiento Integral del 
que hemos hablado, la información que pueda ofrecer este servicio es 
de importancia, como la referida a los permisos, las excarcelaciones, 
quebrantamientos de condena, trabajos en beneficio de la comunidad, 
sistemas de localización permanente de los agresores, etc. De hecho, la 
Unidad de Huelva, mediante una circular del Subdelegado del Gobier-
no, ha realizado una difusión del programa de Trabajos en Beneficio de 
la Comunidad, para que los municipios de la provincia se adhieran al 
mismo. También ha establecido con el centro penitenciario un sistema de 
comunicación de las excarcelaciones y permisos para garantizar la infor-
mación a la víctima, a través de las FFCCSE.

Respecto al Turno de Oficio de Violencia de Género, la Unidad ha 
difundido a través de las FFCCSE, y tras reunirse con el Colegio de 
Abogados/as, el teléfono de localización de los/as letrados/as especia-
listas, además de detectar los defectos de este sistema y trasladarlos al 
Gobierno.

La Unidad, además, debe de concebirse como un elemento de coor-
dinación con las FFCCSE, uno de los aspectos más importantes de esta 
intervención, si tenemos en cuenta que hasta la fecha de creación de las 
Unidades no existía ninguna entidad que asumiera este aspecto referido a 
Guardia Civil y Policía Nacional. Por ello, es imprescindible la informa-
ción que desde estos Cuerpos se pueda facilitar a la Unidad, entendiendo 
que son parte de un mismo sistema de protección. Por tanto, la Unidad 
puede servir de canal de comunicación, trasladando sugerencias de las 
FFCCSE hacia los estamentos superiores.

Tanto en el ámbito sanitario como en el educativo, la labor de la 
Unidad también resulta de interés, no solo como detectora de puntos 
débiles para el resto de recursos, sino como apoyo y coordinación de 
respuestas. La Unidad está sirviendo en muchos casos para canalizar las 
actuaciones sanitarias hacia las policiales, y viceversa. La Unidad se ha 
convertido en muchos casos en elemento de referencia para poner en 
contacto a unos servicios con otros. Además, la Unidad debe velar por 
el cumplimiento del Protocolo Común para la Actuación Sanitaria ante 
la Violencia de Género93.

93 Del que hablamos en el apartado 2.10.
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Respecto a los Programas Estatales como Teleasistencia Móvil para 
Víctimas de Violencia de Género, el Servicio de Atención Telefónica 24 
horas “016”, el Protocolo Sanitario Común, el Convenio de Colabora-
ción entre Policías Locales y FFCCSE para la Atención de las Víctimas 
de Violencia de Género, el Convenio para Trabajos en Beneficio de la 
Comunidad y otros, la intervención de la Unidad ha resultado de gran 
valor. En primer lugar, porque la Unidad está fomentando la adscrip-
ción a dichos Convenios o Protocolos. En segundo lugar, porque está 
facilitando su difusión. En tercer lugar, porque procede a informar a 
todos aquellos servicios y profesionales del contenido y requisitos de los 
mismos, poniendo en contacto a unas partes con otras.

Asimismo, la Unidad está sirviendo de gran apoyo a las pequeñas 
entidades que se circunscriben a los municipios, como pequeños ayun-
tamientos, asociaciones de mujeres o servicios sociales.
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En los últimos nueve años, el avance en la respuesta hacia la Violen-
cia de Género ha sido espectacular. Y decimos esto basándonos princi-
palmente en nuestra experiencia, y en la comparación de los recursos de 
una a otra década. Hemos avanzado socialmente, con una condena más 
activa de la ciudadanía. Los recursos persiguen no solo la protección 
física de la víctima, sino ofertar un servicio de calidad que respete unos 
mínimos recomendables. Se han creado redes asistenciales, servicios es-
pecializados en cada una de las áreas de atención, como en  Judicatura, 
Fiscalía, Medicina Forense, Asesoramiento Jurídico y Social, Atención 
Psicológica, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad… Hemos desarrollado in-
cluso actuaciones hacia la otra parte de esta historia, es decir, hacia los 
agresores. En definitiva, se ha proporcionado un tratamiento sistémico 
a un problema integral.

Pero no es suficiente. Miles de mujeres siguen padeciendo violencia 
por el hecho de serlo. Sin llegar tan lejos, la mujer sigue sufriendo dis-
criminación en muchas parcelas de la vida94, que reproducen de nuevo 
el  papel que se espera de los hombres y las expectativas hacia las mu-
jeres.

La mayoría de los recursos estudiados sufren desbordamiento de 
trabajo. Atienden muchas demandas, y no pueden realizar una planifi-
cación de agenda, pues en muchos casos, debido a la casuística, se rigen 
más por la intervención de urgencia que por la planificación de actua-
ciones. A esto se une que muchos de estos recursos no cuentan con do-
taciones inmuebles adecuadas. En algunos casos varios/as profesionales 
comparten despacho y realizan las atenciones individuales literalmente 
juntos/as, lo que fulmina radicalmente cualquier código deontológico 
que se precie. En numerosas ocasiones hemos podido comprobar el alto 
grado de implicación, voluntarismo y dedicación que las personas que 
trabajan en esto demuestran. Se suple, gracias a esta actitud que po-
díamos definir como vocacional, las carencias de los propios servicios.

94 Recomendamos la lectura del Informe “Mujeres y hombres en España. 2007”, 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Instituto de la Mujer, Instituto Nacional 
de Estadística.
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En incontables casos nos encontramos de nuevo ante recursos que 
no cuentan con las mínimas dotaciones de equipamiento exigibles, 
como un fax, teléfono u ordenador. Parece una nimiedad, pero en mu-
chos servicios no hay una fuente de agua para las mujeres, servicios, pa-
ñuelos, teléfonos públicos, cámara de fotos para recoger las agresiones o 
un sistema de vigilancia de seguridad. Según nos han podido referir de-
terminados/as profesionales, se han encontrado en ocasiones con crisis 
de ansiedad muy graves, con agresores que se presentaban en el centro 
en cuestión, con amenazas o persecuciones, por poner algún ejemplo.

A pesar de la mejora en la actuación de las FFCCSE, no se puede 
garantizar en todas las circunstancias el acompañamiento por parte de 
efectivos a la mujer. En otras ocasiones, nos han referido que los tras-
lados de municipios de la provincia a la capital resultan dificultosos, 
aunque suele existir implicación por parte de los Ayuntamientos para el 
costeo del mismo, suele depender más de la voluntad que de otra cosa. 
En circunstancias, por ejemplo, podemos encontrarnos con que una 
mujer tenga que acudir al Juzgado en Huelva, residiendo en un pueblo, 
con menores a su cargo y sin apoyo familiar, sin que exista una solución 
establecida en este caso para que ella pueda acudir mientras sus hijos e 
hijas la esperaran en algún recurso.

A pesar de que la Ley 1/2004 establece muchas medidas, en algunos 
casos como la Asistencia Jurídica Gratuita se está respondiendo más al 
requisito de especialización que al de inmediatez. Hasta diciembre de 
2007 no se ha solucionado la localización de asistencia letrada durante 
24 horas a través de un teléfono móvil, pero esta solución se ha pro-
curado solo al partido judicial de Huelva, restando los otros cinco por 
disponer de este servicio de forma inmediata. Hasta ahora, la asistencia 
letrada especializada se ha estado ofertando en sede judicial, y solo el 
partido judicial de Huelva, y no desde el inicio del proceso, esto es, 
desde el mismo momento de presentación de la denuncia, con la asis-
tencia en las dependencias policiales. Además a este hecho habría que 
unir otro, como que los Juzgados de Violencia no reúnen los requisitos 
de idoneidad en su ubicación, pues no disponen, por ejemplo, de salas 
diferenciadas para detenidos y para víctimas.

En el caso de la prueba, y según nos han informado por parte de los 
Juzgados, se ha provocado que el peso de ésta recaiga principalmente 
en el testimonio de la víctima. Esto hace que la mujer haya de declarar 
sin fisuras la historia que narró ante las FFCCSE, pero debemos de 
tener en cuenta que precisamente en este tipo de delitos, es fácil que la 
víctima minimice los hechos, olvide episodios graves, tenga una actitud 
fría y se muestre en ocasiones como despreocupada por lo que narra. 
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Por ello, no debe de ser la base de la prueba únicamente el testimonio 
de ella, sino buscar otras como las declaraciones de hijos o hijas, daños 
físicos, valoraciones por parte de equipos especializados, como la Uni-
dad de Valoración Integral de la Violencia de Género dependiente del 
Instituto de Medicina Legal.

Asimismo, es necesaria la puesta en marcha del Punto de Coor-
dinación dependiente de Justicia, que coordine de una vez por todas 
toda la información relativa a Órdenes de Protección, estadísticas sobre 
denuncias que se presenten en los Juzgados, sentencias, juicios rápidos, 
etc. Del mismo modo, es imprescindible la unificación de criterios en 
lo referido a datos estadísticos, pues cada servicio utiliza cifras dife-
rentes. Este problema se podrá subsanar, por parte del Ministerio del 
Interior, cuando el Sistema de Seguimiento Integral funcione a pleno 
rendimiento.

Se debería permitir el acceso a un mayor número de profesionales 
al Registro de Protección de las Víctimas de Violencia de Género y 
Doméstica de Justicia, pues por ejemplo, de las FFCCSE en Huelva, 
solo tienen acreditación para su uso dos inspectores/as de policía y dos 
miembros de la Comandancia de la Guardia Civil. Asimismo, y aunque 
se está valorando y ya existe una experiencia piloto en Córdoba, todas 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, no solo del Estado, deberían poder 
acceder al Sistema de Seguimiento Integral de la Violencia de Género.

Se tendría que realizar una nueva difusión de Programas de aten-
ción, como el Servicio de Teleasistencia Móvil para Víctimas de Violen-
cia de Género. Hemos podido comprobar que existe un gran desajuste 
entre las distintas zonas de la provincia. De hecho, desde la puesta en 
marcha de la Unidad, ha habido un claro incremento de usuarias (de 
60 a 80 mujeres al cierre de este trabajo, un 33%), en gran medida 
gracias al impulso que se le está dando a dicho Programa. Sería necesa-
rio, de cualquier modo, realizar unas jornadas de formación y difusión 
dirigidas a profesionales que puedan solicitar este servicio, para que 
conozcan su funcionamiento y requisitos.

Respecto a los Centros de Acogida, principalmente la Casa de Aco-
gida, decir que sigue fracasando en el hecho de no haber cambiado de 
ubicación. La Casa de Acogida, tres pisos unidos por el interior, sigue 
siendo la misma que la que se puso en marcha en el año 1998 por parte 
de la persona que firma este estudio. Sabiendo a lo que nos referimos 
decir que, aunque su situación en la ciudad es buena, el que esté inclui-
da dentro de un bloque de viviendas no hace sino provocar conflictos 
de relación con el vecindario. Tenemos que entender que el núcleo de 
población que habita en la Casa es variable, ingresando no solo las mu-
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jeres, sino también menores de 0 a 16 años o más. La tendencia es crear 
espacios unifamiliares, permitiendo que cada madre conviva con sus 
hijos e hijas en un departamento propio, donde comparta con el resto 
de personas una serie de lugares comunes. Esto daría autonomía tanto 
a la mujer como a sus hijos e hijas. A pesar de esto, se ha mejorado 
considerablemente en lo que respecta al equipo de trabajo, contando 
con asesoría jurídica, psicológica, trabajo social, personal de apoyo en 
cocina, limpieza y voluntariado. Equipo que no existía en 1998.

Respecto a otros recursos de acogida, como los centros de emergen-
cia, aunque en el caso de Huelva existe un espacio específico destinado 
exclusivamente a este fin, en muchas ocasiones se cae en el error de 
acoger temporalmente a las mujeres víctimas de violencia en albergues 
o pensiones.

Respecto a la intervención con los agresores, pensamos que aún 
queda mucho camino por recorrer, pues no ha sido hasta final de 2007 
cuando se ha creado el equipo de tratamiento para externos. Aún así, el 
número de penados a los que se les impone la pena de tratamiento psi-
cosocial supera con creces la capacidad de trabajo del equipo contrata-
do. Además, según especialistas de prisiones, los tratamientos requieren 
de al menos diez meses para evaluar posibles mejorías.

En la línea del trabajo con los agresores, decir también que la escasez 
de puestos de trabajo en beneficio de la comunidad empeora la res-
puesta a estos problemas, pues al no disponer de plazas en el municipio 
del penado, por ejemplo, éste se tiene que trasladar a otro pueblo, sin 
que sea entonces efectiva esta medida, que pretende servir de ejemplo 
social. Además, para evitar que los penados dejen sus trabajos, y por 
tanto poder perjudicar así a sus víctimas por no poder pasar la pensión 
compensatoria y/o de alimentos, muchos de los trabajos en beneficio 
de la comunidad se alargan hasta dos años en el tiempo, pues solo 
los pueden realizar en estas circunstancias durante los fines de semana. 
Habría, por tanto, que revisar y dar un nuevo impulso y difusión al 
programa de TBC.

Respecto a los localizadores GPS para agresores, en el caso de Huel-
va, no se ha implantado ninguno. Existe cierta dificultad, pues es ne-
cesaria, lógicamente, la colaboración de la víctima, que en ocasiones 
no deja constancia de su residencia por temor a la localización, lo que 
imposibilita contactar con ella. Esto mismo ocurre cuando hay que 
avisarla para los permisos penitenciarios o excarcelaciones.

También hemos podido constatar que, a pesar de las campañas y 
esfuerzos de todas las administraciones, se sigue sin establecer un cu-
rrículo formativo obligatorio que incluya la materia de igualdad desde 
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la infancia hasta la adolescencia. Según las estadísticas de 2007, solo 
un 2,8 % de la población mostraba una preocupación especial hacia la 
violencia de género95. Además, parece que seguimos sin plantear como 
objeto de la intervención no solo a la mujer, sino también a sus hijos e 
hijas. Creemos, además, que la formación en igualdad en general y en 
violencia hacia las mujeres en particular, ha de ser un objetivo priori-
tario de las administraciones, especialmente para los/as efectivos de las 
FFCCSE.

En referencia a la actuación que lleva el movimiento asociativo en 
este terreno, creemos que es muy importante la labor que realizan, aun-
que no hayamos podido dedicar espacio a este tipo de actuaciones, 
pero consideramos que falta una mayor fiscalización por parte de las 
Administraciones sobre las actuaciones de estas organizaciones, que en 
ocasiones pueden utilizar la violencia de género, por la sensibilización 
que este tema despierta, con fines que pudieran no estar claros o con 
actuaciones que no fuesen realizadas por especialistas.

El colectivo de mujeres inmigrantes, de especial vulnerabilidad, pa-
rece en ocasiones olvidado. Se han de reforzar las campañas de infor-
mación dirigidas al mismo, y se debe de contemplar el establecimiento 
de intérpretes en comisarías, centros o recursos con mayor afluencia, 
además de permitir el acceso de este grupo a las ayudas económicas 
contempladas para las víctimas de violencia de género. 

Además, se debe asegurar la existencia de recursos especializados 
en violencia de género para atender a mujeres drogodependientes, con 
problemas de alcoholismo, en el ejercicio de la prostitución, con disca-
pacidad o con hijos mayores de 12 años96.

Siguiendo la línea señalada en párrafos anteriores, destacar la di-
ferencia en la intervención que encuentra una mujer de la capital con 
otra de un municipio: desde la facilidad en la localización por parte del 
agresor, hasta la gestión de documentos, como el traslado a las diferen-
tes dependencias. En una aldea de 300 habitantes, por ejemplo, serán 
de difícil cumplimiento por parte del agresor las medidas de alejamien-
to que se le impongan.

Respecto al Protocolo de Actuación Sanitaria Común ante la Vio-
lencia de Género, hemos podido comprobar un pleno desconocimien-
to de la existencia del mismo por parte de todo el personal sanitario 
con el que hemos contactado, por lo que entendemos que tampoco se 
está aplicando. Asimismo, hemos constatado que algunos/as médicos/

95 Consejería de Justicia y Administración Pública de la Junta de Andalucía (2008).
96 Amnistía Internacional (2007).
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as ven cubierta su responsabilidad mediante la presentación del parte 
médico de lesiones, sin que en algunos casos se avise a las FFCCSE o 
incluso hay deficiencias en su cumplimentación. Según nos han dicho 
en los Juzgados, desde que se presenta el parte hasta que se instruyen 
diligencias pueden pasar más de 30 días, si es que se localiza bien a la 
víctima con los datos recogidos. Muchas de ellas, en ese plazo, abando-
nan su deseo, si alguna vez lo tuvieron, de seguir con el procedimiento.

En el caso de la Policía Autonómica, sería necesario el estableci-
miento de protocolos de coordinación y derivación de información, 
pues existe un desconocimiento general de sus actuaciones.

Otra cuestión, no menos importante, es la revisión que se debe efec-
tuar del uso del lenguaje administrativo, ya que un uso sexista del mis-
mo provoca la perpetuación de sistemas androcéntricos en detrimento 
de valores de igualdad. El lenguaje ha de posibilitar la visualización de 
las mujeres, que no pueden seguir ocultas en los textos tras la excusa del 
masculino genérico.

La consignación presupuestaria, capítulo que suele “olvidarse” en la 
redacción de medidas, resulta ser de máximo interés, pues será lo que 
determine la dotación de los recursos.

Finalmente, decir que el desdoblamiento de recursos, como los te-
léfonos de asistencia 24 horas, produce confusión entre la población. 
Hubiera sido más eficaz la creación de un teléfono único de asistencia, 
como ocurrió con el número 112, por ejemplo, estipulando un número 
que fuese idéntico para toda España, independientemente de la Comu-
nidad Autónoma o provincia desde la que se llame. Actualmente coe-
xisten los números 016 a nivel nacional, y el 900 200 999 de la Junta 
de Andalucía, además de otros en distintas Comunidades Autónomas, 
aunque en el caso de Andalucía se haya llegado a un acuerdo entre la 
Junta de Andalucía y el Ministerio de Trabajo y AA.SS. Además, con 
el teléfono 016 se debería lograr como con el mencionado 112: que se 
pudiese marcar el número desde cualquier móvil, aunque el sistema de 
bloqueo del teclado estuviese activado, así como que se pudiese telefo-
near desde un terminal público de forma gratuita y que se garantizase 
su cobertura por la red más cercana y operativa.

En definitiva, hemos de seguir trabajando desde un concepto in-
tegral de la asistencia a las víctimas, primando por encima de todo el 
derecho que tienen las mujeres a vivir en paz, armonía, estabilidad y 
sobre todo, igualdad.
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o de género en situación administrativa irregular.

INSTRUCCIÓN 14/2007, de la Secretaría de Estado de Seguri-
dad, Ministerio del Interior, por la que se modifica la Instrucción 
10/2007, de 10 de julio, por la que se aprueba el “Protocolo para la 
valoración policial del nivel de riesgo de violencia contra la mujer en 
los supuestos de la Ley Orgánica 1/2004, y su comunicación a los 
órganos judiciales y al Ministerio Fiscal”.
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INSTRUCCIÓN 5/2008 de la Secretaría de Estado de Seguridad, por 
la que se modifica la Instrucción 10/2007 de 10 de julio, donde se 
establece una nueva categoría de riesgo, incluyendo la “extrema”, 
adaptándose las medidas policiales a la nueva escala de riesgo.

INSTRUCCIÓN Conjunta de los Ministerios de Trabajo y Asuntos 
Sociales, Interior y Administraciones Públicas, para el seguimiento 
y coordinación de las actuaciones de las Delegaciones y Subdelega-
ciones del Gobierno en materia de Violencia de Género.

INSTRUCCIÓN 3/08 de la Dirección General de Instituciones Peni-
tenciarias, Ministerio del Interior, sobre normativa sobre salidas de 
los internos de centros penitenciarios. Agosto 2008.

PROTOCOLO de Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 
de coordinación con los órganos judiciales para la protección de las 
víctimas de violencia de género, aprobado por la Comisión para la 
Implantación de la Orden de Protección el 10 de junio de 2004, y 
por la Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial el 
27 de septiembre de ese mismo año.

PROTOCOLO de Colaboración y Coordinación entre las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de Policía Local para 
la protección de las víctimas de violencia doméstica y de género, sus-
crito por el Ministerio del Interior y la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias (FEMP). 

PROTOCOLO de Actuación y coordinación de FFCCSE y Abogados/
as ante la Violencia de Género regulada en la LO 1/2004 de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género. Comité Técni-
co de la Comisión Nacional de la Policía Judicial, 20 de julio de 2007.

PROTOCOLO Común para la Actuación Sanitaria ante la Violencia 
de Género. Comisión contra la Violencia de Género, Consejo In-
terterritorial del Sistema Nacional de Salud, Ministerio de Sanidad y 
Consumo, diciembre de 2006.

PROTOCOLO de Actuación del servicio telefónico de atención y pro-
tección para víctimas de la violencia de género (ATENPRO). Minis-
terio de Igualdad y Federación Española de Municipios y Provincias. 
8 de Junio de 2010.

PLAN de atención y prevención de la violencia de género en población 
extranjera inmigrante 2009-2012, aprobado en Consejo de Ministros 
el día 9 de enero de 2009.

PLAN Nacional de sensibilización y prevención (Ministerio de Trabajo 
y AASS, Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre 
la Mujer, para el bienio 2007-2009, aprobada su elaboración por el 
Consejo de Ministros en Diciembre de 2006).
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ACUERDO Reglamentario 1/2005, de 27 de abril, del Pleno del 
Consejo del Poder Judicial, por el que se modifica el Reglamento 
5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios de las actuaciones 
judiciales. BOE nº 109 de 7 de mayo de 2005.

ACUERDO por el que se aprueba el Procedimiento de Coordinación 
Institucional para la Prevención de la Violencia de Género y Aten-
ción a las Víctimas en Andalucía. Instituto Andaluz de la Mujer, 
Consejería para la Igualdad y Bienestar Social. Sevilla, 2006.

CONVENCIÓN sobre la eliminación de las formas de discriminación 
contra la mujer (CEDAW), Asamblea General de la Organización 
de Naciones Unidas 34/180, de 18 de diciembre de 1979. 

DECISIÓN Nº 803/2004/CE del Parlamento Europeo de 21 de abril 
de 2004 por la que se aprueba un programa de acción comunitario 
(2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre los 
niños, los jóvenes y las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de 
riesgo (programa Daphne II).

RECOMENDACIÓN del Comité de Ministros a los Estados miem-
bros sobre la protección de la mujer contra la violencia (adoptada 
por el Comité de Ministros el 30 de abril de 2002, en la 794ª reu-
nión de delegados ministeriales).

CONVENIO de Colaboración para la Gestión del Cumplimiento de 
las Penas de Trabajo en Beneficio de la Comunidad. 2005. Federa-
ción Española de Municipios y Provincias (FEMP) y el Ministerio 
del Interior.

PROGRAMA de Teleasistencia Móvil para víctimas de violencia de gé-
nero. IMSERSO y la Federación Española de Municipios y Provin-
cias (FEMP). Mayo de 2004.

INFORME E/CN4/2003/75Add2, de 6 de enero de 2003. Consejo 
Económico y Social de Naciones Unidas.

CATÁLOGO de Medidas Urgentes para la lucha contra la Violencia de 
Género que el Consejo de Ministros aprobó por unanimidad el 15 
de diciembre de 2006
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